[bookmark: _Toc366755199]Nº 47-2022
JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL. - San José, a las ocho horas del seis de diciembre de dos mil veintidós.
[bookmark: _Toc84564292]Sesión ordinaria con asistencia del Presidente, doctor Juan Carlos Segura Solís, del Vicepresidente, licenciado Arnoldo Hernández Solano, del Secretario, máster Rodrigo Arroyo Guzmán, y del Tesorero, licenciado Parris Quesada Madrigal.
También asisten el máster Oslean Mora Valdez, la licenciada Ingrid Moya Aguilar, y el licenciado Eduardo Chacón Monge, en su orden, Director interino, Subdirectora interina y Asesor Jurídico, todos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.
El Director 1, licenciado Freddy Chacón Arrieta, y el Director 2, máster Alexander Arguedas Vindas, se encuentran ausentes con justificación.
[bookmark: _Toc120873375]ARTÍCULO I
Documento N° 1099-2022
Aprobación del orden del día presentado por la Secretaría de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.
El doctor Juan Carlos Segura Solís, propone modificar el orden del día, y conocer el asunto fuera de agenda como artículo III de la agenda.
Por unanimidad, se acordó: Aprobar la modificación del orden del día presentado por la Secretaría de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 
[bookmark: _Toc120873377]ARTÍCULO II
Documento N° 1100-2022
Aprobación del acta N° 46-2022 de la sesión celebrada el 29 de noviembre de 2022.
Por unanimidad, se acordó: Aprobar el acta N° 46-2022 de la sesión celebrada el 29 de noviembre de 2022.
ARTÍCULO III
Documento N° 1147-2022
Informa el máster Oslean Mora Valdez, Director interino de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, sobre la situación que atraviesa la licenciada Angie Ampié Gutiérrez, Prosecretaria General de la JUNAFO, quien, por su estado de salud, solicita mantenerse teletrabajando 5 días a la semana, y en acato de las recomendaciones médicas por padecimientos lumbares.
(Datos y adjunto suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)
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Manifestaciones de los integrantes:
El licenciado Arnoldo Hernández Solano, indica que él conoce muy bien esas denominaciones médicas que se presentan en este acuerdo, debido a que tiene un padecimiento similar, por lo que manifiesta su aprobación para que la licenciada Ampié realice teletrabajo desde su casa.
Por su parte, el máster Rodrigo Arroyo Guzmán comenta que, entiende muy bien la situación de la licenciada Ampié, sin embargo, considera que el Órgano que otorga el permiso para el quinto día de teletrabajo es el Consejo Superior, y que esta Junta no puede excluirse de lo que norma a todo el personal, tanto así que, a los integrantes de la Junta, los enviaron a contratación administrativa.
Agrega que esta situación se conoció en la sesión anterior cuando el máster Oslean Mora Valdez, Director interino de la Dirección de la JUNAFO, lo presentó, y que el permiso que tenía la licenciada Angie por el mes de noviembre fue otorgado por la jefatura y no por esta Junta, por lo que considera que hay elementos que deben de conocer, pero que para eso hay una Comisión de Teletrabajo, y que esta situación se debe de elevar al Consejo Superior porque son ellos quienes deben de emitir la autorización y que hasta hay una circular al respecto, además, que lo recuerda cuando estaba en la Comisión de Incapacidades.
Sugiere que lo que conviene para la licenciada Ampié es, acudir a la medicina tanto del médico de empresa como de la CCSS, porque esas lesiones van creciendo, van quedando y que un tema de cirugía o tratamiento a largo plazo, sería más prudente encaminarlo por la CCSS.
Y reitera que difiere que esta Junta otorgue un permiso cuando ya hay una regulación de una normativa interna del Poder Judicial, y que incluso por ello en la sesión anterior solicitó que se presentara una epicrisis, y que, al existir una enfermedad real, es conveniente que lo conozca tanto la Comisión de Teletrabajo como el Consejo Superior.
El máster Oslean Mora Valdez, menciona que el tema ya se tramitó ante la Comisión de Teletrabajo que es la vía oficial para que sean conocidos estos temas ante el Consejo Superior, y que esta Comisión se reúne una vez al mes, por lo tanto lo van a conocer hasta el mes de diciembre, y que como es una situación apremiante y ante recomendación médica, no se le podía decir que siguiera asistiendo de forma presencial hasta que la Comisión de Teletrabajo se reuniera, esto sería ya para una solución definitiva.
Agrega que hay que recordar que a nivel de criterio de la Procuraduría y que los integrantes del Consejo Superior han establecido sobre las plazas que trabajan en la JUNAFO, esta Junta es quien toma las decisiones, en el sentido de que no están por debajo del Consejo Superior, y que no significa que el Consejo Superior no sea importante, por supuesto que lo es, porque todos son funcionarios del Poder Judicial, y que para todos los efectos siguen aplicando la normativa del Poder Judicial.
Pero que, sin embargo, el Consejo ha sido claro en cuanto a que ellos no deben de intervenir en los acuerdos de la Junta Administradora, y da como ejemplo que actualmente están solicitando un criterio a la Dirección Jurídica sobre el tema de los nombramientos, porque para efectos de los integrantes del Consejo Superior, el hecho de que ya haya sido avalado por la Junta Administradora es suficiente.
Por ello, indica que los acuerdos de esta Junta si son vinculantes, y da por ejemplo que si quisiera esta Junta modificar el horario de atención, el código de vestimenta, o el tema salarial, de acuerdo con el criterio de la Procuraduría General de la República, esta Junta Administradora si puede tomar una decisión en contraposición para las personas que trabajen bajo la Dirección de la JUNAFO, y que esa ha sido la tesis que se ha seguido incluso por los propios integrantes del Consejo Superior.
El licenciado Parris Quesada Madrigal, entiende la situación e indica que le preocupa el tema, no tanto de viajar o no, sino que es un tema de salud, y considera que debería de existir una incapacidad para solventar la situación de la licenciada Ampié, que no tanto de teletrabajar, sino de no trabajar porque es un problema serio, y que el hecho de decidir si es teletrabajable o no, es menos de, si realmente lo que necesita es una incapacidad, y que eso solo lo puede dar la CCSS.
O al menos que se indique que debería estar incapacitada, o que recomiende que, si puede estar en teletrabajo, para que esta Junta pueda tomar una decisión y que la compañera se pueda recuperar, porque le preocupa el fondo de esto, que la persona se recupere, ya que puede estar en teletrabajo, pero puede estar sentada ciertas horas y también afecta.
Considera que debe existir un criterio médico con recomendaciones o que indique la incapacidad, para salvar la responsabilidad de todos, mediante una consulta por parte de la Administración a servicios médicos de la CCSS, donde se externe la situación y se solicite una recomendación, para evitar errores.
Piensa que se debe remediar la situación e intentar ayudarle para que pueda recuperarse de la mejor manera, conocer si es permanente o no, y que esta Junta no tiene la facultad para otorgar un permiso, porque puede que no sea lo correcto, por lo que es mejor que sea la Comisión de Teletrabajo quien lo valore, porque quizás no tenga la condición para teletrabajar, y que se debe de pensar primero en las personas y no en la función que desempeña.
El máster Arroyo Guzmán, reitera que debe la licenciada Angie, acudir a la medicina de la CCSS, porque es una situación que, con la presión del trabajo, el estrés y demás aumenta el dolor, no solamente el traslado, y que, si ya se presentó ante la Comisión de teletrabajo, esa es la vía que se debe seguir.
Además hace la aclaración que una cosa es organizarse, que es, cuántas plazas necesitan, cuando van a nombrar, a quien van a nombrar, y que es diferente bajo las reglas que van a tener al personal y como se va a desarrollar la Junta, pues son cosas muy diferentes, de lo contrario esta Junta tendría que tener un reglamento de Teletrabajo, una instancia parecida a la de Inspección Judicial, es decir, tendrían que tener todos los complementos que tiene el Poder Judicial, tanto así que los carnés que tienen los funcionarios de la Junta dicen Poder Judicial, por lo tanto hay cosas que deben diferenciar, ya que una cosa es organizarse y otra es regular la relación laboral.
El doctor Juan Carlos Segura Solís, explica que la autonomía reglamentaria significa que hay dos tipos de reglamento, los reglamentos de organización como el que mencionó don Rodrigo, donde se organizan como quieren, pueden crear departamentos dentro de la competencia que tiene la Junta, etc, y los reglamentos de servicio, los cuales esta Junta está facultada para dictar, como lo mencionó don Oslean, se refiere al personal, como se van a regular, cuáles son sus códigos de vestimenta, permisos, etc.
Sin embargo, agrega que, en este caso, están supeditados a los lineamientos que se dicten en materia de salud ocupacional y de teletrabajo emitidos por el Órgano al cual están adscritos. Y que posteriormente, si la licenciada Angie solicita la incapacidad es otro tema, porque hoy deben de ver únicamente el tema de la solicitud de los cinco días de teletrabajo, y que ese permiso lo otorga la Comisión especializada de Teletrabajo, tanto así que, deben de recordar la última resolución de la Inspección Judicial, donde unas juezas de Limón solicitaron cinco días de teletrabajo y se les negó, por otras circunstancias, pero que en este momento la situación salud es más importante.
Añade que mientras esperan la resolución de la Comisión de Teletrabajo deben de tomar una decisión momentánea, y considera que esta Junta tiene la facultad de otorgar como una medida cautelar la posibilidad de que teletrabaje los cinco días, hasta que dicha Comisión se pronuncie. Y que, en cuanto a su condición, es necesario una valoración tanto de la CCSS como del INS, porque puede llegar hacer un riesgo de trabajo.
El licenciado Quesada Madrigal dice que está de acuerdo con lo que menciona el doctor Segura Solís, en cuanto a que sea una medida provisionalísima hasta que se reúna la Comisión, y que se le recomiende a la licenciada Angie, hacer las gestiones tanto en la CCSS como en el INS para que se valore a profundidad la situación, tratándose de la salud que es lo prioritario en este momento.
Se acordó:	Una vez analizada la documentación aportada anteriormente, tomando en consideración que el dictamen 4.461.471 emitido por el Colegio de Médicos Cirujanos de la República de Costa Rica, indica que la servidora Angie Ampié Gutiérrez (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante), recomendando evitar conducir trayectos largos, valorando que la residencia de la servidora es en la provincia de Guanacaste, esta Junta Administradora acuerda lo siguiente: 1.) Tomar nota de lo informado por el máster Oslean Mora Valdez, Director interino de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial - JUNAFO, donde informó que autorizó de forma momentánea a la servidora Ampié Gutiérrez, a laborar bajo la modalidad de teletrabajo 5 días a la semana, debido a la condición de salud que presenta. 2.) Tomar nota de que la servidora Ampié Gutiérrez presentó solicitud formal ante la Comisión Interinstitucional de Teletrabajo del Poder Judicial, para que sea valorado su caso. 3.) De conformidad con la documentación aportada y con la finalidad de proteger el estado de salud de la servidora Ampié Gutiérrez, hasta tanto la Comisión Interinstitucional de Teletrabajo del Poder Judicial valore de forma íntegra su caso, esta Junta Administradora le autoriza de forma provisionalísima teletrabajar 5 días a la semana, hasta el 31 de enero de 2023, valorando que el dictamen 4.461.471 emitido por el Colegio de Médicos Cirujanos de la República de Costa Rica, recomienda evitar conducir trayectos largos. 4.) Hacer el presente acuerdo de conocimiento de la servidora Ampié Gutiérrez. 5.) La Dirección de la JUNAFO, tomará nota para los fines correspondientes.
Se procede con la votación, y se aprueba por unanimidad.
[bookmark: _Toc120873381]ARTÍCULO IV
Documento N° 1115-2022
El licenciado Freddy Chacón Arrieta, integrante de esta Junta, mediante correo electrónico del 1 de diciembre de 2022, comunicó:
[bookmark: _Hlk125447058]“Buenas tardes por motivo de fuerza mayor y una situación de salud, se me imposibilita asistir a las sesiones del Fondo de Pensiones 2022 y sus comisiones para no entorpeces (sic) la labor del Fondo seguiré ausente, lo comento para las acciones del caso, no sin antes justificar las ausencias presentes y futuras.”
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Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: Tomar nota de lo comunicado por el licenciado Freddy Chacón Arrieta y trasladar a la Dirección de la JUNAFO, para lo de su cargo.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc120873384]ARTÍCULO V
Documento N° 1095-2022
Los másteres Oslean Mora Valdez, Director interino y Bryan Calvo Calderón, Jefe interino del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, en oficio N° 736-JP-DJA-2022 del 22 noviembre de 2022, remitieron el siguiente informe:
“Para su apreciable conocimiento y fines consiguientes, en relación con la población jubilada y pensionada judicial mayor de 80 años beneficiaria del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en forma atenta se indica:

1. Que quincenalmente la Unidad de Pago de Jubilaciones y Pensiones, como parte de las actividades de control previo al proceso de generación de la planilla de pago del FJPPJ, efectuar el cruce de base de datos del SIGA-FJP con el Registro Civil y se imprime un reporte en el cual se muestran las coincidencias que presentan un registro de fallecimiento o defunción, lo anterior con el fin de no generar pagos indebidos. 

1. Que se procedió a extraer de la base de datos del sistema SIGA-FJP un listado de las personas jubiladas y pensionadas judiciales, registradas y activas con más de 80 años obteniendo un total de 448 personas, como se muestra en el siguiente cuadro:

	Personas Jubiladas y Pensionadas Judiciales Mayores de 80 años

	Condición
	Cantidad
	Porcentaje

	Personas Jubiladas
	236
	52,67%

	Personas Pensionadas
	212
	47,32%

	Total
	448
	100%



1. Con dicho listado se procedió a efectuar llamadas telefónicas con el fin de realizar una confirmación de información, en el caso de las llamadas en donde la persona jubilada y/o pensionada judicial no fue posible contactarlos en el primer intento, se le realizó una segunda y hasta tercera llamada adicional para poder depurar al máximo y actualizar sus datos.

1. Del total de la población jubilada y pensionada 124 no fue posible localizarlas, pues no contestaban o los números registrados en el SIGA-FJP no correspondían a dichas personas; por lo que se les envió correo electrónico o se dejó mensaje con un familiar para que se pusieran en contacto con la Unidad de Servicio al Cliente para que actualizaran sus datos.

Del total de personas (448) se tienen 26 personas beneficiaras (18 personas jubiladas y 8 personas pensionadas judiciales) que no cuentan con medios de localización.

En el siguiente cuadro se muestra un resumen de los resultados obtenidos:

	Clasificados
	Personas
Jubiladas
	Personas
Pensionas
	Total
	%

	Personas localizadas
	155
	140
	295
	65,85%

	Personas no localizadas
	62
	62
	124
	27,68%

	Personas sin medio de localización
	18
	8
	26
	5,80%

	Personas fallecidas
	1
	1
	2
	0,45%

	Personas fuera del país
	0
	1
	1
	0,22%

	Total
	236
	212
	448
	100%



De lo anterior, se observa que del total de personas mayores de 80 años se logró localizar un 65,85%, siendo que, 151 de estas (33,70%) no cuentan con un medio de localización o no fue posible contactarlos, y finalmente personas que fallecieron durante el proceso y se excluyeron correctamente de la planilla de pago. 

Cabe indicar que, este tipo de revisión se realiza de forma anual por parte de las personas funcionarias de la Unidad de Servicio al Cliente esta Dirección, con el fin de mantener la mayor información posible de las personas que superan los 80 años. 

Adicionalmente es importante considerar que la actividad se ve retrasada, por la situación que se ha presentado a nivel nacional relacionada con las estafas y otros delitos similares que se cometen vía telefónica con personas adultas mayores, por lo que, en muchas ocasiones se muestran dudosas o del todo no brindan la información que se les solicita o simplemente no se identifican, en estos casos se invita a las personas a hacerse presentes en la Plataforma de Servicios de la Dirección de la JUNAFO o las Administraciones Regionales del Poder Judicial a solicitar el formulario de actualización de datos.

Se anexa al presente documento el listado de personas que no fue posible contactar, por sí a bien lo considera esa estimable Junta Administradora autorizar la publicación del listado de personas en un medio de circulación nacional y de la página web, con el fin que, las personas se acerquen a la Dirección de la JUNAFO a brindar su información de contacto.

(…)

Anexos:

(Adjunto suprimido por contener información sensible de personas jubiladas y pensionadas judiciales)

…”
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[bookmark: _Hlk125380329]Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Tomar nota del oficio N° 736-JP-DJA-2022 del 22 noviembre de 2022, suscrito por los másteres Oslean Mora Valdez, Director interino y Bryan Calvo Calderón, Jefe interino del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, relacionado con el informe de actualización de datos de personas jubiladas y pensionadas judiciales mayores de 80 años. 2.) Autorizar la publicación del listado de personas que no fue posible contactar, en un medio de circulación nacional y de la página web, con el fin que, las personas se acerquen a la Dirección de la JUNAFO a brindar su información de contacto y actualizar datos.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc120206792][bookmark: _Toc120873386]ARTÍCULO VI
Documento N° 738-2022 / 1103-2022
El máster Oslean Mora Valdez, Director interino y el licenciado Eduardo Chacón Monge, Asesor Jurídico interino, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, en oficio N° 0407-DJA-2022 del 29 de noviembre de 2022, informaron:
“Para la estimable consideración y análisis del cuerpo colegiado al que usted preside, respetuosamente nos permitimos remitir el presente documento, con el fin de documentar el cumplimiento de un requerimiento planteado, conforme a continuación se detalla: 

a.- Antecedentes de interés:

1.- En sesión N° 31-2022 celebrada el 16 de agosto de 2022, artículo IX, esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, acordó el siguiente acuerdo:

“Se acuerda: Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: Previamente a resolver lo que corresponda, trasladar a la Dirección de la JUNAFO, para que en conjunto con la Asesoría Jurídica revisen en el “Procedimiento para la atención, trámite y cobro de la valoración médica por incapacidad, con derecho a jubilación o pensión”, así como cualquier otra normativa relacionada con la solicitud de valoraciones médicas, y remitan un informe a esta Junta, referente a lo acordado por el Consejo Superior, en sesión N° 58-2022 del 12 de julio de 2022, artículo II”. (El subrayado se adiciona).

2.- Posteriormente, en sesión N° 35-2022 del 13 de septiembre de 2022, artículo XV, -en lo conducente- se adoptó el siguiente acuerdo: “…2.) Comunicar al Consejo Superior del Poder Judicial, que este Órgano no es competente para conocer la reconsideración presentada, en razón de que la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez de la CCSS, al valorar a la señora Morales Villalobos, la declara no inválida, y al no poder, esta Junta, darle trámite a una solicitud de jubilación por incapacidad absoluta y permanente, no se creó una relación entre persona beneficiaria y el Régimen del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial –FJPPJ. 3.) Trasladar a la Dirección de la JUNAFO, para que se realice un procedimiento con el fin de aclarar en adelante, el trámite que se debe seguir, tanto en el Consejo Superior como en esta Junta Administradora, en este tipo de situaciones. 4.) Hacer de conocimiento de la gestionante. (El subrayado en negrita no es del original).

b.- Sobre la gestión:

En atención a las solicitudes indicadas en los antecedentes anteriores a esta Dirección y Asesoría Legal de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, es menester informar que los requerimientos fueron atendidos mediante oficio N° 0557-JP/DJA-2022 recibido el 23 de setiembre de 2022, en donde se remitió el “Procedimiento para la atención, trámite y cobro de la valoración médica por incapacidad, con derecho a jubilación o pensión” / “PT-1907-SJP-08 Valoración médica para determinar incapacidad absoluta y permanente”, el cual fue conocido en sesión N° 37-2022 celebrada el 24 de septiembre de 2022, artículo VI, cuya parte dispositiva indicó lo siguiente:

Se acuerda: Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Tener por recibido y aprobar el “Procedimiento para la atención, trámite y cobro de la valoración médica por incapacidad, con derecho a jubilación o pensión”, remitido por los másteres Oslean Mora Valdez, Director interino, y Bryan Calvo Calderón, Jefe interino de Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, mediante oficio N° 0557-JP/DJA-2022 recibido el 23 de setiembre de 2022. 2.) Hacer de conocimiento del Consejo Superior.




Por lo anterior, lo solicitado en la sesión N° 31-2022 celebrada el 16 de agosto de 2022, artículo IX y en la sesión N° 35-2022 del 13 de septiembre de 2022, artículo XV, fue atendido mediante oficio N° 0557-JP/DJA-2022 recibido el 23 de setiembre de 2022, artículo que contempló lo solicitado por el cuerpo colegiado que usted Preside. 

Conforme a los elementos enumerados, se solicita someter a conocimiento de la JUNAFO por lo que se remite el presente documento para que, a efecto del sistema, quede por atendida la gestión y proceder al archivo de la referencia correspondiente.”
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Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: Tomar nota del oficio N° 0407-DJA-2022 del 29 de noviembre de 2022, suscrito por el máster Oslean Mora Valdez, Director interino y el licenciado Eduardo Chacón Monge, Asesor Jurídico interino, ambos de la Dirección de la JUNAFO, sobre la solicitud de esta Junta, de revisión del “Procedimiento para la atención, trámite y cobro de la valoración médica por incapacidad, con derecho a jubilación o pensión”, y archivar la gestión en el entendido que ya fue debidamente atendida.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc120873388]ARTÍCULO VII
Documento N° 380-2022 / 1102-2022
Los licenciados Eduardo Chacón Monge y Diego Mora Araya, ambos Asesores Jurídicos interinos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, en oficio N° 0043-AJ/DJA-2022 del 28 de noviembre de 2022, remitieron:
“En atención al acuerdo adoptado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en sesión sesión N° 16-2022 celebrada el 19 de abril de 2022, artículo XIII, comunicado mediante oficio 0281-JUNAFO-2022, del 28 de abril de 2022, en donde solicitan criterio jurídico sobre la prescripción que pueden tener los casos de las personas jubiladas judiciales que se encuentran pendientes de determinar la correcta aplicación del transitorio III de la Ley Marco de Pensiones y las responsabilidades que ello podría conllevar para la Junta Administradora, se procede a manifestar lo siguiente:


I.- SOBRE LOS ANTECEDENTES DE LA GESTIÓN:

Para esta Asesoría Jurídica de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, es importante realizar un recuento de todas las actuaciones institucionales referente al tema de estudio, con la finalidad de que el Órgano Máximo de Dirección tenga en un mismo documento la cronología de lo acontecido sobre la aplicación del transitorio III de la Ley Marco de Pensiones, por ende, se procede a detallar los siguientes antecedentes:

1. El Consejo Superior del Poder Judicial, según consta en el acta de la sesión número 13-06, celebrada el 28 de febrero del 2006, artículo VIII, acordó lo siguiente:

“1) […] Asimismo se dispuso adicionar lo acordado, en el sentido de que en cuanto a la aplicación de la ley marco de pensiones (sic), los servidores que al 15 de julio de 1992 tenían al menos dos años de servicio podrán descontar de la edad de jubilación (60 años ley marco) un año por cada dos trabajados hasta una edad de retiro mínima de 55 años de edad, y el porcentaje de jubilación será el que resulte de dividir entre el número de años que se obtenga luego del descuento y según las demás reglas de la Ley Orgánica del Poder Judicial actual. […].” (El subrayado no es del original).

2. La disposición Transitoria III de la Ley Marco de Pensiones establece varios requisitos para la aplicación del beneficio conocido como “2 x 1”, el cual consistió en descontar un año de la edad establecida legalmente para jubilarse (60) por cada dos años servidos, hasta un tope mínimo de edad para poder jubilarse de 55 años de edad. Este beneficio lo estableció el legislador a fin de atenuar el impacto de la aprobación de la Ley Marco de Pensiones, en vista de que la Ley Orgánica del Poder Judicial que en ese momento regía (el número 8 de 29 de noviembre de 1937 y sus reformas), establecía la edad de 55 años para la jubilación; a diferencia de la Ley Marco de Pensiones, que la aumentó a 60 años.

3. En el segundo párrafo de dicha norma, el legislador destacó que para poder pensionarse o jubilarse, en todo caso se requiere un mínimo de 55 años de edad, así como los años servidos que determine su régimen. De manera que, los requisitos establecidos en la disposición Transitoria III (Ley de orden público) serían 30 años de servicio y 60 años de edad (en el caso del Poder Judicial), a esta edad el legislador autorizó para aplicar el beneficio del Transitorio III, conocido como el beneficio del 2 x 1, en virtud del cual la servidora o servidor judicial, podía verse beneficiado por un descuento en la edad hasta 55 años de edad, tope de origen legal.

4. El problema observado por la Auditoria Judicial y también señalado por la Procuraduría General de la República desde el año 2010, es que, en aplicación del 2 x 1, se habían jubilado un grupo importante de servidoras y servidores con menos de 55 años de edad, o que no cumpliendo ni con edad ni con tiempo de servicio, los cuales pudieron jubilarse con ese beneficio. Además, ambas formas de otorgamiento gozaban de un error en la aplicación de la fórmula para la obtención del porcentaje correspondiente, pues se sobrevaluó el monto del beneficio, al utilizar en el denominador de dicha fórmula de cálculo, una base que no correspondía.

5. Mediante el oficio número 834-76-SAFJ-17-UJ2015 de 8 de setiembre de 2015, suscrito por MBA. Walter Jiménez Sorio, Auditor Judicial, remitió a la Dirección Jurídica del Poder Judicial el informe de advertencia sobre la interpretación y aplicación del transitorio III de la Ley Marco de Pensiones en el cálculo de jubilaciones, producto de la Evaluación sobre el Otorgamiento y ajustes de jubilaciones y Pensiones, en el que se concluyó lo siguiente:

· “En el presupuesto de un servidor o servidora que, si bien tenía 30 años de servicio, no contaba con 55 años de edad, se sobrevaluó el monto del beneficio, al utilizar en el denominador de la fórmula de cálculo, una base que no correspondía.
· Se pueden haber otorgado jubilaciones que no procedían, puesto que los exservidores accedieron al derecho jubilatorio con menos de 60 años (ya que se les aplicó el descuento del 2 x 1) y no cumplían con 30 años de servicio.
· Cabe resaltar que, en ambos casos, si el jubilado fallece se transfiere el error en mención a sus beneficiarios de la pensión.
· De continuarse con la práctica en cuestión, se aumenta no sólo el riesgo de afectación económica para el Fondo sino también el riesgo asociado al potencial incumplimiento del ordenamiento jurídico”.

6. Mediante oficio AJ-DJ-1537-2015 del 5 de noviembre del 2015, la Dirección Jurídica remitió a la Auditoría Judicial el documento intitulado “Informe sobre la interpretación y aplicación del transitorio III de la Ley Marco de Pensiones”, solicitado por la Auditoria mediante el Informe de Advertencia Nº 834-76-SAFJ-17-UJ2015 de 8 de setiembre de 2015.

7. Por su parte, el máster Walter Jiménez Sorio, Auditor General, mediante oficio Nº 1126- AUD-2015 del 6 de noviembre de 2015, informó:

“(…) se comparten los alcances del criterio AJ-DJ-1537-2015, en el entendido que la aplicación del descuento incorporado en el artículo transitorio, requiere un mínimo de 55 años de edad y los años de servicio que determine el régimen, que en el caso específico del Poder Judicial ha sido de 30 años.”

8. En sesión del Consejo Superior, Nº 100-15 celebrada el 12 de noviembre del año 2015, artículo LXXXVII, se tomó nota de la copia de los oficios Nº DJ-AJ-1537-2015 de la Dirección Jurídica y Nº 1126-AUD-2015 de la Auditoría, y en lo conducente, se dispuso, comunicar a la Auditoría que el Consejo estaría a la espera de la emisión del informe final sobre la aplicación del Transitorio III de Ley Marco. Asimismo, como medida precautoria y en resguardo de los intereses del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se suspendió temporalmente, a partir de la fecha de ese acuerdo, la interpretación que se había venido aplicando del Transitorio III de la Ley 7302 (Ley Marco de Pensiones).

9. Mediante oficio N° SP-1132-2016, del 20 de octubre de 2016, la Superintendencia de Pensiones comunica situaciones de riesgo operativo, legal y de solvencia y los principales hallazgos de una visita realizada al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, producto del estudio para verificar la aplicación del Transitorio III de la Ley denominada Régimen General de Pensiones con Cargo al Presupuesto Nacional (Ley Marco N° 7302), en beneficios concedidos desde 1977 hasta enero de 2016. Al respecto, la SUPEN determinó el siguiente hecho, para el cual estableció dos requerimientos:

“2. Como consecuencia de lo anterior, el Fondo tuvo que destinar un gasto adicional acumulado (valor presente) de ₡18.456,27 millones y dejó de percibir ¢1.860,83 millones por concepto de cotizaciones no recibidas durante el tiempo en que otorgó beneficios a personas que no cumplían con los requisitos.

Asimismo, el Fondo tendrá que hacer frente a un costo actuarial de ₡49.249,06 millones a partir del 01 de marzo de 2016.”

“2.1 Establecer las responsabilidades administrativas y legales de los funcionarios involucrados en el proceso de concesión y aprobación de los beneficios que no se ajustan a lo establecido en el Transitorio III de la Ley Marco.

2.2 Informar el mecanismo de financiamiento que implementará la administración para cubrir el costo actuarial de las concesiones erróneas, cuyo impacto al fondo alcanzó la suma total de ¢69.566.2 millones”

10. El Consejo Superior en sesión N° 94-16 celebrada el 12 de octubre del 2016, artículo I, suspendió en forma definitiva la aplicación que se venía dando al Transitorio III de la Ley 7302 (Ley Marco de Pensiones) en cuanto a los requisitos para el otorgamiento del descuento (2 x 1). Además, con respecto a las jubilaciones que ya habían sido otorgadas (que no se ajustan a los establecido en el Transitorio III de la Ley Marco), acordó por mayoría, esperar a que la Sala Constitucional resolviera la acción de inconstitucionalidad Nº 12592-14, presentada contra los artículos 34, 40 y el transitorio 3 del Código Procesal Contencioso Administrativo.

11. Al respecto, la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, el 4 de octubre de 2017, declaró sin lugar la acción de inconstitucionalidad N° 12592-14 a la que se hace referencia en el punto anterior.

12. El doctor Álvaro Ramos Chaves, en ese momento, Superintendente de Pensiones, en oficio N° SP-334-2018 del 10 de abril de 2018, solicitó informar, dentro de un plazo máximo de diez días hábiles, las acciones que se realizarán con respecto a lo requerido en el oficio SP-1132-2016 y lo acordado por el Consejo Superior en la Sesión N° 94-16.

13. En sesión del Consejo Superior Nº 033-2018, del 24 de abril del 2018, artículo LXXXIV, se acordó:

 “Solicitar criterio a la Dirección Jurídica para que analice el marco normativo y jurisprudencial respecto a las sumas giradas de más a servidores y servidoras judiciales y en el plazo de un mes contados a partir de la comunicación de este acuerdo informe lo que corresponda. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Superintendencia de Pensiones.”

14. Luego, en sesión 50-18 del 1 de junio de 2018, artículo XXVI, se amplió el plazo del informe solicitado a la Dirección Jurídica, en sesión N° 33-18 celebrada el 24 de abril de 2018, artículo LXXXIV, por tres meses y se estuvo a la espera de lo correspondiente.

15. En Sesión del Consejo Superior Nº 070-2018, de fecha 07 de agosto del 2018, artículo XX, se acordó: 

“1.) Deberá la Dirección Jurídica en coordinación con la Dirección de Gestión Humana, determinar las sumas giradas demás a las personas jubiladas judiciales que se vieron beneficiadas con la aplicación del TRANSITORIO III (dos por uno) de la Ley denominada Régimen General de Pensiones con Cargo al Presupuesto Nacional N°7302, y en caso de tratarse de actos declarativos de derechos o de errores aritméticos proceda a instaurar el procedimiento más idóneo, sea de nulidad absoluta, evidente y manifiesta en vía administrativa o el proceso de lesividad en sede jurisdiccional. 2.) En aquellos casos en que la Dirección Jurídica considere que los beneficios jubilatorios otorgados son ilegítimos, deberá informar al Tribunal de la Inspección Judicial para que investigue y siente las responsabilidades que correspondan.”

16. Además, en la sesión N° 89-18 celebrada el 11 de octubre de 2018, artículo LXIX, se tuvo por rendido el informe de la Dirección de Gestión Humana, remitido mediante oficio N° 4265-AP-2018 de 13 de setiembre de 2018. Asimismo, se solicitó a la citada Dirección que remitiera al Consejo Superior un plan de trabajo de cómo se llevaría a cabo el proceso de revisión y análisis, de las sumas giradas demás, de las personas jubiladas judiciales que se vieron beneficiadas con la aplicación del TRANSITORIO III (2 x 1) de la Ley denominada Régimen General de Pensiones con Cargo al Presupuesto Nacional N°7302; en el cual se debería indicar de forma detallada, el recurso profesional que se requerirá y el tiempo estimado para llevar a cabo la labor; asimismo, la estimación económica del proyecto a implementar a partir del 2019.

17. En la sesión N° 02-19 celebrada el 10 de enero del 2019, el Consejo Superior acuerda lo que se transcribe a continuación:

“Tener por rendido el informe N° DJ-4137-2018 de la Dirección Jurídica, en consecuencia: Tener por modificado el acuerdo tomado por este Consejo en sesión Nº 70-18 celebrada el 7 de agosto de 2018, de la siguiente manera:

“1.- Disponer que la Dirección de Gestión Humana realice un estudio de las jubilaciones otorgadas desde el 1 de enero del año 2008 hasta la fecha, en donde se haya aplicado el indicado transitorio III del Régimen General de Pensiones con cargo al Presupuesto Nacional.

2.- Con base en cada estudio realizado, la Dirección de Gestión Humana deberá referir a la Dirección Jurídica un informe por períodos bianuales de los casos, en donde se adjuntará a cada uno de ellos un expediente que contenga al menos la siguiente información:

- Personas que se les aplicó correctamente el indicado transitorio.
 -Personas que se les aplicó el transitorio sin contar con ninguno de los dos requisitos de la norma
- Personas que se les aplicó la norma a pesar de no contar con los años de servicio necesarios.
-Personas que se les aplicó la norma a pesar de no contar con la edad necesaria.
-Otros supuestos.

4.- (Sic) A cada caso debe acompañarse de un expediente con el acto administrativo que dio lugar a la jubilación y el estudio respectivo, en donde deberá constar el estado actual de la persona jubilada, fundamentalmente en lo que corresponde a cuotas cotizadas con posterioridad a la jubilación y edad a este momento de la persona

4.- Una vez recibido cada bloque bianual, la Dirección Jurídica realizará el análisis respectivo de cada caso y determinará:

- Procedencia o no de la apertura de un procedimiento anulatorio.
- Determinación de si procede un procedimiento administrativo o lesividad si fuere el caso.
- Consecuencias posibles de una eventual anulación de cada caso.

5.- Con base en lo determinado, la Dirección Jurídica emitirá un informe para conocimiento de este Consejo Superior a efecto de adoptar las respectivas decisiones respecto del respectivo bloque de casos de jubilados de análisis.

6.- Las respectivas responsabilidades administrativas, de existir, serán determinadas una vez que se cumpla el respectivo procedimiento anulatorio.”

18.  La máster Roxana Arrieta Meléndez, la licenciada Olga Guerrero Córdoba, el licenciado Manuel Sequeira Sequeira y la licenciada Leda Córdoba Montero, por su orden, directora interina, Subdirectora interina, Jefe de Administración de Personal y Coordinadora interina de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones, todos de Gestión Humana, en oficio N° 720-AP-2019 de 21 de febrero de 2019, remitieron lo siguiente: 

“(…) hacemos del conocimiento del Órgano Superior la imposibilidad de ejecutar lo dispuesto con las personas colaboradoras que conforman el equipo de trabajo de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones de esta Dirección. Debido a que, para determinar las sumas giradas de más a las personas jubiladas que se vieron beneficiadas con la aplicación del Transitorio III de la Ley 7302 “Régimen General de Pensiones con Cargo al Presupuesto Nacional” debe realizarse un estudio a todos los beneficios de jubilación concedidos que tengan una fecha de rige a partir del 1 de enero de 1997 y 31 de diciembre de 2015.”

19. En sesión del Consejo Superior Nº 22-2019, de fecha 12 de marzo del 2019, artículo LXXI, una vez analizada la gestión anterior y en razón de su prioridad, el Consejo Superior acuerdó (sic) lo siguiente: 

“1.) Devolver el oficio N° 720-AP-2019 de 21 de febrero de 2019, a la Dirección de Gestión Humana, para que en el plazo de 5 días hábiles a partir de comunicado el presente acuerdo, remita a este órgano un informe puntualizando como se conformará el equipo de trabajo, cuál es el planteamiento concreto de cómo se realizará el estudio y cuánto tiempo se requiere. 2.) Asimismo, deberá la citada Dirección valorar e informar cuales plazas de los permisos otorgados de conformidad con el artículo 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en sesión 110-18 celebrada el 19 de diciembre de 2018, artículo I, para realizar proyectos de interés institucional, que vencen el próximo 31 de marzo del presente año, se pueden reasignar para hacerle frente al presente estudio, dado que, para este órgano colegiado el tema es prioritario.”

20. En la sesión N° 57-19 celebrada el 25 de junio del 2019, artículo LXXXVII, el Consejo Superior, previamente a resolver lo correspondiente, se trasladó a estudio a la Dirección de Planificación, en el cual debería presentar a este Consejo un cronograma de trabajo con el recurso humana existente, así como cuotas de trabajo que debe de cumplir la Dirección de Gestión Humana, para el cumplimento de la laborar señalada.

21. En sesión N° 46-2020 celebrada el 12 de mayo de 2020, artículo XXXVII, el Consejo Superior tomó nota de lo comunicado por el ingeniero Dixon Li Morales, Jefe interino del Proceso Ejecución de las Operaciones de la Dirección de Planificación, y se dispuso estar a la espera del informe, con relación al cronograma de trabajo con el recurso humano existente, así como cuotas de trabajo que debe de cumplir la Dirección de Gestión Humana, solicitado en sesión N° 57-19 del 25 de junio de 2019, artículo LXXXVII; el cual se estaría remitiendo en el mes de junio del 2020.

22. El Consejo Superior del Poder Judicial en sesión N° 22-2021 celebrada el 16 de marzo de 2021, artículo XXXVII, tomó el acuerdo cuya parte dispositiva dice:

“Se acordó: 1.) Tener por recibido el informe Nº 32-PLA-IO-2021 de la Dirección de Planificación, relacionado con el “Estudio sobre la Capacidad Instalada, definición de cuota de trabajo y atención de casos en la Unidad de Jubilaciones y Pensiones”. 2.) Aprobar el escenario propuesto número 2: Plan remedial Completo (1 Recurso), recomendado así por el ente técnico. Dicho recurso estará dedicado al 100% a la revisión y el cálculo de todos los registros pendientes de revisión. Siendo que la erogación presupuestaria adicional, no es comparable respecto al costo a nivel institucional que se puede generar de no recuperar las sumas pagadas de más o en el caso de que se materialice la prescripción de los asuntos. Para disponer del recurso adicional, se deberá proceder conforme lo indicado en las recomendaciones 5.3 y 5.4. 3.) Comunicar este acuerdo a las oficinas requeridas, para que a la brevedad implementen las recomendaciones propuestas. 4.) Indicar a la Dirección de Gestión Humana que deberá priorizar la inclusión de los dos recursos a la Unidad de Jubilaciones y Pensiones en la próxima solicitud de permisos, con el fin de reforzar esa sección para la labor encomendada. 5.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.”

23. El Consejo Superior en sesión Nº 045 – 2021 del 01 de junio del 2021, artículo XXXVIII, acordó:

“1.) Tener por conocido el oficio PJ-DGH-AP-1666-2021 de 10 de mayo de 2021, suscrito por la máster Roxana Arrieta Meléndez, la licenciada Olga Guerrero Córdoba y el licenciado Carlos Lizano Alfaro, por su orden, Directora interina, Subdirectora interina y Jefe interino de Administración de Personal, todos de Gestión Humana, en el que se refiere al estudio de los casos de la aplicación del Transitorio III de la Ley 7302. 2.) Deberá la Dirección de Gestión Humana, a la brevedad, destinar los recursos presupuestarios correspondientes a los siguientes permisos con goce de salario y sustitución de conformidad con el artículo 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial: 1 Profesional del proyecto “Sistema de Evaluación del Desempeño por Competencias” y 1 profesional del "Cumplimiento de las metas de capacitación del 2021 del Subproceso Gestión de la Capacitación", para que personal con capacitación y conocimiento en la materia, se avoque, por el plazo de 6 meses, a la revisión de los 816 casos de personas jubiladas judiciales que tienen irregularidad con los montos girados, este movimiento debe realizarse de forma inmediata una vez comunicado el presente acuerdo. 3.) Externar a la Dirección de Gestión Humana la responsabilidad que tiene como órgano técnico de atender de forma inmediata los acuerdos de este Consejo Superior, ya que preocupa a esta integración el tiempo transcurrido para rendir el citado informe, considerando que a la fecha no han sido aplicadas las disposiciones emanadas mediante sesión N° 22-2021 celebrada el 16 de marzo del 2021, artículo XXXVI, tomando en consideración que el tema es prioridad institucional, considerando las repercusiones económicas que su incumplimiento genera. 4.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

La Dirección de Gestión Humana y la Dirección de Planificación, tomarán nota para los fines consiguientes.”

24.  En sesión N° 98-2021 celebrada el 16 de noviembre de 2021, artículo LXVII, el Consejo Superior, tomó el acuerdo que en lo conducente indica:

“2.) Deberá la Dirección de Gestión Humana en el plazo de 10 días hábiles contados a partir de la notificación de este acuerdo, informar sobre el uso que se le ha dado al recurso humano otorgado por este Consejo Superior para la revisión de casos de personas jubiladas judiciales que tienen irregularidad con los montos girados, en ese sentido, comunicará a este Órgano sobre el cumplimiento del plan de trabajo establecido para dicho fin. 3.) Solicitar a la Dirección de Gestión Humana remitir a la mayor brevedad posible, a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, con copia a este Consejo Superior, el avance de los casos previamente revisados, asimismo, deberá remitir cada mes, los avances que realiza sobre la labor encomendada por este órgano.”

25.  Posteriormente, en sesión del Consejo Superior N° 99-2021 celebrada el 18 de noviembre de 2021, artículo X, se tuvo por rendido el criterio número DJ-658-2021 del 10 de noviembre de 2021 suscrito por el máster Rodrigo Alberto Campos Hidalgo, Director Jurídico interino, relativo a las sumas giradas demás a las personas jubiladas judiciales que se vieron beneficiadas con la aplicación del Transitorio III (2X1) de la Ley Orgánica del Poder Judicial (LOPJ) número 7302, y se dispuso elevarlo a conocimiento de la Corte Plena para lo de su competencia.

26. La máster Roxana Arrieta Meléndez, la licenciada Olga Guerrero Córdoba y el licenciado Carlos Lizano Alfaro, por su orden Directora interina, Subdirectora interina y Jefe interino de Administración Salarial de la Dirección de Gestión Humana, mediante oficio N° PJ-DGH-AP-5529-2021 de 2021 y remitido a la Secretaría General de la Corte el 5 de enero de 2022, remitieron el informe sobre el avance del proyecto asignado.

27. En sesión N° 04-2022 celebrada el 13 de enero del 2022, artículo XXX el Consejo Superior indicó: 

“Una vez analizado el oficio número PJ-DGH-AP-5529-2021, remitido a la Secretaría General de la Corte el 5 de enero de 2022, suscrito por la máster Roxana Arrieta Meléndez, la licenciada Olga Guerrero Córdoba y el licenciado Carlos Lizano Alfaro, por su orden Directora interina, Subdirectora interina y Jefe interino de Administración Salarial de la Dirección de Gestión Humana y en razón de lo apremiante que resulta para este Consejo Superior la resolución de la revisión de casos de personas jubiladas judiciales que tienen irregularidad con los montos girados, se acordó: Turnar al integrante que por rol corresponda con la finalidad que se realice un acercamiento con las Direcciones Jurídica y de Gestión Humana, así como con el Despacho de la Presidencia, con el propósito de resolver el tema a la mayor brevedad posible. Lo anterior tomando en cuenta que en reiteradas ocasiones este órgano ha externado su preocupación por el tiempo transcurrido para rendir el citado informe, así como en consideración que el tema es prioridad institucional, por las repercusiones económicas que su incumplimiento generaría.

Las Direcciones Jurídica y de Gestión Humana, así como el Despacho de la Presidencia, tomarán nota para los fines correspondientes.”

28. También, en sesión N° 13-2022 celebrada el 15 de febrero del 2022, artículo XXII, el Consejo Superior acordó: 

“Turnar a la integrante Pizarro Gutiérrez, a fin de que se tramite conjuntamente con el estudio y diligencias que señala y remita el informe correspondiente, para elevar a la Corte Plena. Se declara acuerdo firme”.

29. En razón de estos acuerdos, la integrante de este Consejo, Sandra Pizarro Gutiérrez promovió la realización de una reunión el día miércoles 16 de febrero del año en curso, en la cual participaron el máster Roger Mata Brenes, Director del Despacho de la Presidencia de la Corte, máster Rodrigo Alberto Campos Hidalgo, Director Jurídico interino, la máster Roxana Arrieta Meléndez y el licenciado Carlos Lizano Alfaro, por su orden Directora interina, y Jefe interino de Administración Salarial de la Dirección de Gestión Humana.

30. En dicha reunión la Directora de Gestión Humana expuso los avances del proyecto para determinar los casos donde se aplicó de manera incorrecta el transitorio III del Régimen General de Pensiones con cargo al Presupuesto Nacional, informando que, en total, deben hacer un estudio de 2330 casos (desde que se empezó a aplicar el transitorio indicado en 1994 hasta la suspensión de su aplicación en el año 2015). Señaló que, de la totalidad de estos casos, ya efectuaron 880, de los cuales detectaron 483 casos con problemas de aplicación incorrecta del transitorio indicado. También indicó que llevan 69 casos terminados referente a la estimación de sumas giradas de más. Concluye señalando que, a la fecha, falta realizar el estudio de 1450 casos.

31.  En sesión N° 16-2022 celebrada el 24 de febrero de 2022, artículo XI, se le indicó a la Dirección de Gestión Humana, que en el plazo de 10 días hábiles contados a partir de la notificación del acuerdo, debía presentar ante el Consejo Superior un cronograma o plan de trabajo razonable donde indicara la forma y el tiempo en que se atenderán los estudios de los 1450 casos de personas jubiladas judiciales que falta realizarles el respectivo estudio para determinar si se les aplicó de manera incorrecta el transitorio III de la Ley Marco de Pensiones.

32. Posteriormente en sesión N° 18-2022 del 3 de marzo del 2022, artículo XXV, el Consejo Superior acordó:

“1.) Tener por presentado el criterio Nº DJ-73-2022 del 23 de febrero de 2022, suscrito por el máster Rodrigo Alberto Campos Hidalgo, Director Jurídico interino, referente a la aplicación del transitorio III de la Ley Marco de Pensiones. 2.) Trasladar la presente diligencia a estudio de la Corte Plena, conforme se dispuso por este Consejo Superior en sesión N° 16-2022 celebrada el 24 de febrero de 2022, artículo XI.”

33. En sesión N° 21-2022 celebrada el 09 de mayo de 2022, artículo IV, el Consejo Superior tuvo por conocido el acuerdo tomado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en sesión N° 16-2022 celebrada el 19 de abril de 2022, artículo XIII, en relación con la propuesta del plan de trabajo del estudio de los 1450 casos de personas jubiladas judiciales que resta determinar sobre la correcta aplicación del transitorio III de la Ley Marco de Pensiones.

34. Luego, en sesión N° 28-2022 celebrada el 31 de marzo del 2022, artículo XXXVI, se acogió la propuesta de la Dirección de Gestión Humana y el acuerdo se hizo de conocimiento de esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

35. En la sesión N° 041-2022 celebrada el 12 de mayo de 2022, artículo XXIII, el Consejo Superior comunicó a la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial que los casos de los estudios denominados 2 x 1, sobre la aplicación incorrecta del Transitorio III de la Ley Marco de Pensiones, están en estudio de la Corte Plena.
 
36. En la sesión N° 045-2022 celebrada el 26 de mayo de 2022, artículo XXII, el Consejo Superior convino:

“Tener por recibido el comunicado de la Dirección Jurídica mediante oficio N° DJ-813-2022 del 19 de mayo de 2022, suscrito por el máster Rodrigo Alberto Campos Hidalgo, mediante el cual hace de conocimiento la respuesta remitida a la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial sobre la imposibilidad de realizar gestión cobratoria que solicitó en oficio N° 0279 JUNAFO-2022. 2) Informar a la Dirección Jurídica que el oficio que da cuenta N° 0279 JUNAFO-2022 del 28 de abril de 2022, fue conocido por este Consejo Superior en sesión N° 41-2022 del 12 de mayo de 2022, artículo XXIII, y se dispuso indicar a la citada Junta, que el tema se encuentra bajo estudio en la Corte Plena.”

37. En la sesión N° 050-2022 celebrada el 14 de junio de 2022, artículo XXI, el Consejo Superior tomó el acuerdo que literalmente dice:

“1.) Tener por conocido el acuerdo dispuesto por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en la sesión N° 21-2022 celebrada el 24 de mayo de 2022, artículo X, referente a los estudios denominados 2 x 1, sobre la aplicación incorrecta del Transitorio III de la Ley Marco de Pensiones. 2.) Solicitar a la Dirección de Gestión Humana, que, en el plazo de 5 días a partir de la comunicación de este acuerdo, remita un informe sobre el estado del estudio indicado.”

38. En la sesión N° 058-2022 celebrada el 12 de julio de 2022, artículo XLVII, el Consejo Superior, en lo que interesa, acordó:

“(…) 2.) Solicitar a la Dirección de Gestión Humana que remita a este Consejo un plan de trabajo con el cronograma correspondiente, en el que se indique la posible fecha de finalización del proyecto solicitado”.

39. En la sesión N° 059-2022 celebrada el 14 de julio de 2022, artículo XXI, el Consejo Superior dispuso:

“Tener por rendido el criterio N° DJ-311-2022 del 08 de julio de 2022, suscrito por el máster Rodrigo Campos Hidalgo, Director Jurídico a.i., y acoger la recomendación emitida, en consecuencia, hacer atenta instancia a la Corte Plena para que, realice la valoración que estime pertinente sobre la anulación de los actos administrativos que aprobaron las jubilaciones indicadas en el informe de la Dirección de Gestión Humana, toda vez que los mismos, conforme lo señalado por dicho Órgano podrían presentar un vicio en cuanto a su motivo, dada la ausencia de uno o ambos de los requisitos contemplados en el transitorio III de la Ley General de Pensiones.”

40. En la sesión N° 070-2022 celebrada el 18 de agosto de 2022, artículo XXXVIII, el Consejo Superior tomó el siguiente acuerdo:

[bookmark: _Hlk119416828]“1.) Tener por recibido el oficio N° PJ-DGH-AP-3201-2022 del 5 de agosto de 2022, suscrito por la máster Roxana Arrieta Meléndez, la licenciada Olga Guerrero Córdoba y los licenciados Carlos Lizano Alfaro, Juan José Carvajal Siles, por su orden Directora interina y Subdirectora interina de Gestión Humana, Jefe interino de Subproceso Administración de Personal y Coordinador de Unidad de Prestaciones Legales y Otros, mediante el cual informan que la citada oficina está cumpliendo con el programa de trabajo y obteniendo los resultados esperados a pesar de las limitaciones y modificaciones introducidas por los órganos superiores, referente al proyecto de los casos denominados 2 x 1, aplicación incorrecta del Transitorio III de la Ley Marco de Pensiones. 2.) Tomar nota de que, a la fecha, esta Dirección ha logrado un avance total del 60% del proyecto.”

II.- ANÁLISIS DE LA GESTIÓN PLANTEADA:

El quid del asunto, versa en analizar si existe posibilidad que sobrevenga la prescripción en los casos denominados 2 x 1, generados tras la aplicación incorrecta del Transitorio III de la Ley Marco de Pensiones, así como estudiar las repercusiones que ello podría implicar para la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

Para cumplir con lo asignado, es necesario analizar los diferentes supuestos que podrían plantearse con motivo del inicio de un procedimiento anulatorio de los diferentes actos administrativos que tienen relación con la aplicación eventualmente indebida del denominado Transitorio III.

Es importante conocer si la presunta aplicación incorrecta del Transitorio III de la Ley Marco de Pensiones que se pretende dilucidar, se sustentó formalmente en un acto administrativo declaratorio de derechos.

En este sentido, debe tomarse en consideración que, entre los requisitos para la validez de la anulación en vía administrativa de un acto favorable al administrado, se encuentra que esa potestad se debe ejercitar dentro de un plazo específico, a menos que los efectos del mismo sean continuos, ya que ello generaría una variación relevante en el cómputo de la prescripción.

III.- APLICABILIDAD DE LA NORMATIVA:

En el artículo 173 de la Ley General de la Administración Pública, se regula la potestad de anulatoria administrativa, dicho procedimiento debe estar basado en el Principio Constitucional de Intangibilidad de los actos propios.

“Artículo 173.- 1) Cuando la nulidad absoluta de un acto declaratorio de derechos sea evidente y manifiesta, podrá ser declarada por la Administración en la vía administrativa, sin necesidad de recurrir al contencioso-administrativo de lesividad, previsto en el Código Procesal Contencioso-Administrativo, previo dictamen favorable de la Procuraduría General de la República; este dictamen es obligatorio y vinculante. Cuando la nulidad absoluta verse sobre actos administrativos directamente relacionados con el proceso presupuestario o la contratación administrativa, la Contraloría General de la República deberá rendir el dictamen.

En ambos casos, los dictámenes respectivos deberán pronunciarse expresamente sobre el carácter absoluto, evidente y manifiesto de la nulidad invocada.”

Antes de la entrada en vigor del Código Procesal Contencioso Administrativo (Ley N.° 8508 del 28 de abril del 2006), ese plazo de caducidad era de cuatro años, contados a partir de la emisión del acto, según lo dispuesto en el artículo 173, inciso 5), de la LGAP.

Posteriormente, el CPCA reformó el artículo 173 de cita, siendo que su inciso 4) dispone actualmente que:

“La potestad de revisión oficiosa consagrada en este artículo, caducará en un año, a partir de la adopción del acto, salvo que sus efectos perduren”.

Por su parte el Código Procesal Contencioso Administrativo, expone:

“Artículo 34.- 1) Cuando la propia Administración, autora de algún acto declarativo de derechos, pretenda demandar su anulación ante la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, previamente el superior jerárquico supremo deberá declararlo lesivo a los intereses públicos, económicos o de cualquier otra naturaleza. El plazo máximo para ello será de un año, contado a partir del día siguiente a aquel en que haya sido dictado, salvo si el acto contiene vicios de nulidad absoluta, en cuyo caso, dicha declaratoria podrá hacerse mientras perduren sus efectos. En este último supuesto, el plazo de un año correrá a partir de que cesen sus efectos y la sentencia que declare la nulidad lo hará, únicamente, para fines de su anulación e inaplicabilidad futura.”

“Artículo 40.- 1) Serán impugnables los actos administrativos absolutamente nulos, para efectos de su anulación e inaplicabilidad futura, así como las conductas omisivas, mientras subsistan sus efectos continuados, pero ello únicamente para su anulación e inaplicabilidad futura.

2) En estos casos, el plazo máximo para interponer el proceso será de un año a partir del día siguiente al cese de sus efectos.”

“Artículo 41.- El plazo máximo para incoar el proceso será el mismo que disponga el ordenamiento jurídico como plazo de prescripción para el respectivo derecho de fondo que se discute en los siguientes supuestos:

1) En materia civil de Hacienda.
2) En materia tributaria, incluso el proceso de lesividad.”

Como se puede observar en los artículos anteriores, los procedimientos deberán seguirse con estricto respeto del principio constitucional de intangibilidad de los actos propios y siempre dentro del plazo de caducidad previsto por el ordenamiento jurídico.

Conforme a lo indicado, el análisis de todo acto administrativo debe ir orientado a verificar si en el mismo se encuentran presentes todos estos elementos o si uno de estos está ausente o no es conforme al ordenamiento jurídico o a la ciencia y la técnica.

La ausencia de uno de esos elementos puede dar lugar a un vicio de nulidad del acto, conforme lo dispuesto por la Ley General de la Administración Pública en los siguientes artículos:

“Artículo 158.- 1. La falta o defecto de algún requisito del acto administrativo, expresa o implícitamente exigido por el ordenamiento jurídico constituirá un vicio de éste.
2. Será inválido el acto sustancialmente disconforme con el ordenamiento jurídico.
3. Las causas de invalidez podrán ser cualesquiera infracciones sustanciales del ordenamiento, incluso las de normas no escritas.
4. Se entenderán incorporadas al ordenamiento, para este efecto, las reglas técnicas y científicas de sentido unívoco y aplicación exacta, en las circunstancias del caso.
5. Las infracciones insustanciales no invalidarán el acto, pero podrán dar lugar a responsabilidad disciplinaria del servidor agente”

“Artículo 166.- “Habrá nulidad absoluta del acto cuando falten totalmente uno o varios de sus elementos constitutivos, real o jurídicamente”.

“Artículo 167.- “Habrá nulidad relativa del acto cuando sea imperfecto uno de sus elementos constitutivos, salvo que la imperfección impida la realización del fin, en cuyo caso la nulidad será absoluta”.

Para efectos que interesan, resulta de especial relevancia lo señalado en el párrafo 2 del artículo 130 de la Ley General de la Administración Pública, en tanto indica lo siguiente: 

"El error no será vicio del acto administrativo, pero cuando recaiga sobre otros elementos del mismo, la ausencia de éstos viciará el acto, de conformidad con esta ley".

Conforme a lo anterior corresponde a la Administración el determinar si en sus conductas administrativas formales se cumple a cabalidad con el bloque de legalidad aplicable a la materia, así como las reglas de la ciencia y la técnica y en el entendido de que la necesidad de anular un acto totalmente viciado de nulidad resulta imperativa y no es facultativa para la Administración Pública que así lo determine.

En este sentido, el artículo 174 de la Ley General de la Administración Pública dispone lo siguiente:

“Artículo 174.- La Administración estará obligada a anular de oficio el acto absolutamente nulo, dentro de las limitaciones de esta Ley”.

Corolario de lo anterior, son las consecuencias y reglas aplicables al acto viciado de nulidad absoluta y que describen en las siguientes normas:

“Artículo 169.- “No se presumirá legítimo el acto absolutamente nulo, ni se podrá ordenar su ejecución”.

“Artículo 170.-1. El ordenar la ejecución del acto absolutamente nulo producirá responsabilidad civil de la Administración, y civil, administrativa y eventualmente penal del servidor, si la ejecución llegare a tener lugar”.

IV.- SOBRE LA NULIDAD DEL ACTO ADMINISTRATIVO:

La Ley General de la Administración Pública establece en su contenido las regulaciones generales atinentes a la nulidad de los actos administrativos, en tanto dispone que los mismos podrán estar viciados de tal manera cuando uno de sus elementos constitutivos esté ausente o estando presentes no cumplen el fin público buscado.

En este sentido, el acto administrativo posee al menos los siguientes elementos:

Motivo: Las circunstancias fácticas que dan lugar a la decisión administrativa.

Contenido: Lo que el acto dispone en sí, conforme al respectivo motivo.

Fin: El fin público buscado con el acto administrativo.

Procedimiento: La concatenación de conductas administrativas que dan lugar al acto administrativo.

Motivación: La fundamentación técnica o jurídica del respectivo acto administrativo.

Competencia: El acto administrativo debe ser emitido por sujeto competente.

Sobre los elementos constitutivos de todo acto administrativo, el Tribunal Procesal Contencioso Administrativo, en redacción del suscribiente, mediante voto 105-2015 de las trece horas con cuarenta y cinco minutos del dieciséis de octubre del año dos mil quince, ha indicado:

“IV.III. - Consideraciones sobre las conductas formales de la Administración Pública: La actuación formal de la Administración Pública se materializa en la adopción de actos administrativos, entendidos éstos como las declaraciones unilaterales de voluntad, juicio o conocimiento que se emiten en ejercicio de la función administrativa, generadoras de efectos internos o externos, individuales o generales de alcance normativo o no. Dichos actos pueden tener alcance concreto o general, según sus efectos vayan a uno o varios administrados específicos o que tengan un alcance más indeterminado. En el caso de los actos de alcance concreto, la Ley General de la Administración Pública establece como elementos formales, la motivación (fundamentación de lo decidido) que fundamenta la conducta administrativa, su forma de instrumentación, así como el procedimiento adoptado para su materialización. Con respecto a la motivación, se ha definido de la siguiente manera: "Así, la motivación comprende la exposición de las razones que han llevado al órgano a emitirlo y, en especial, la expresión de los antecedentes de hecho y de derecho que preceden y justifican el dictado del acto. No es éste desde luego el criterio de la doctrina clásica que limita la motivación a la enunciación de los antecedentes de hecho y de derecho (es decir a la expresión de la causa). Nos parece más adecuado basar el requisito de la motivación en la enunciación de las razones que han determinado el dictado del acto, lo cual permite incluir la exteriorización de otro elemento considerado esencial: la finalidad. Si bien esta conclusión no es reconocida en forma expresa, muchos tratadistas la admiten virtualmente en cuanto afirman que el requisito de la motivación constituye uno de los primeros pasos hacia el reconocimiento del recurso de desviación de poder, pero lo cierto es que, al limitar el concepto de motivación a la expresión de la causa, no toda la doctrina advierte la importancia que ella puede tener para acreditar la existencia de un defecto o vicio en el elemento finalidad." (CASSAGNE, Juan Carlos, El Acto Administrativo, Buenos Aires, Segunda Edición, Abeledo-Perrot, p. 212-213). 

Con respecto al procedimiento, resulta de relevancia indicar que es un mecanismo de auto tutela administrativa, mediante el cual, a través de una serie de actos y actuaciones concatenadas se hace posible el acto administrativo final. En razón de lo anterior, el cumplimiento del debido proceso es una garantía para el administrado, en el sentido de que, asegura que éste sea escuchado en el proceso de conformación del acto, que eventualmente podría ser lesivo a sus intereses y a su vez, garantiza la armonía de la decisión final conforme al interés público y su eventual control de legalidad ya sea en sede administrativa -vía recursiva- o jurisdiccional. Es por dicho motivo que tanto la Sala Constitucional como la Jurisdicción Contencioso Administrativa han dado especial relevancia en materia de tutela de los derechos fundamentales y tutela de situaciones jurídicas subjetivas, a las garantías mínimas que debe poseer el debido proceso en sede administrativa. La necesaria ritualidad garantista del derecho de audiencia y defensa, en conjunto con el mantenimiento de determinados principios inherentes y transversales al curso del procedimiento tornan de especial relevancia la cautela que la Administración debe tener -en la figura de sus integrantes del Órgano Director del Procedimiento y responsables decisores-, en la adopción de actuaciones, decisiones y resoluciones, siempre orientadas, por una parte a la búsqueda de la verdad real (art. 214.2 LGAP) y por otra a la interpretación menos formalista y más acorde a la admisión y decisión con respecto a las peticiones del administrado (art. 224 LGAP)”.

La existencia de error en un acto administrativo puede viciar de tal modo un acto administrativo que implique la inexistencia de uno de sus elementos, tanto formales como materiales. 

En este orden de ideas, Ernesto Jinesta Lobo en el Tratado de Derecho Administrativo, Tomo I, ha señalado lo siguiente:

"...habrá ausencia de motivo o causa cuando los hechos invocados como antecedentes y que justifican su emisión son falsos, o bien, cuando el derecho invocado y aplicado a la especie fáctica no existe -v.g. si la ley o el reglamento que le dan sustento se encuentran derogados, modificados, reformados o anulados por inconstitucionales-. El acto administrativo, sea reglado o discrecional, debe siempre fundamentarse en hechos ciertos, verdaderos y existentes, lo mismo que en el derecho vigente, de lo contrario faltará el motivo..."

En virtud de que el motivo es el antecedente que da a luz el acto administrativo, para efectos de cualquier análisis de una situación concreta, reviste una importancia fundamental, tanto para verificar su existencia misma, como para determinar su correlación con el contenido del acto.

En razón de ello, encontrándose advertida la Administración de la eventual nulidad de un acto administrativo resulta inevitable proceder al análisis respectivo, toda vez que el mismo posee una serie de consecuencias jurídicas tanto para el emisor del mismo, como para su receptor.

Conteste con lo anterior, la misma LGAP indica lo siguiente:

“Artículo 162.- El recurso administrativo bien fundado por un motivo existente de legalidad, hará obligatoria la anulación del acto”.

Conforme a las anteriores consideraciones, será necesario que, si la Administración llega a determinar un vicio de nulidad en determinados actos administrativos, proceda a realizar los procedimientos anulatorios que se indicarán posteriormente, dado que el acto eventualmente viciado de nulidad absoluta no tiene la potencialidad de generar efectos jurídicos válidos.

Para que se declare la invalidez del acto administrativo, la autoridad que la resuelva deberá iniciar de oficio el procedimiento que corresponda para deducir las responsabilidades consiguientes, así establecido en la Ley General de la Administración Pública. 

“Artículo 200.- 1. Siempre que se declare la invalidez de actos administrativos, la autoridad que la resuelva deberá pronunciarse expresamente sobre si la ilegalidad era manifiesta o no, en los términos de artículo 199.

2. En caso afirmativo, deberá iniciar de oficio el procedimiento que corresponda para deducir las responsabilidades consiguientes.”

V.- CADUCIDAD O PRESCRIPCIÓN DE LA NULIDAD DEL ACTO ADMINISTRATIVO:

Al respecto, resulta necesario aclarar la naturaleza del instituto de la caducidad, y su diferencia con la prescripción, para luego analizar cuál debe aplicable al caso concreto y la naturaleza del término que establece. 

La caducidad existe cuando la ley o la voluntad de los particulares señalan un término fijo para el ejercicio de un derecho (cumplimiento de un acto cualquiera o ejercicio de la acción judicial), de modo que transcurrido el mismo, la persona interesada queda impedida para el cumplimiento del acto o el ejercicio de la acción. 

El Profesor Alberto G. Spota, en su libro Tratado de Derecho Civil, Buenos Aires, Ediciones Depalma, 1968, Tomo I, Vol. III, Parte general, sostiene que el instituto de la caducidad:

“...no se refiere a la pérdida de un derecho como sanción a una conducta, ni como una consecuencia de una situación jurídica de incompatibilidad. No se trata ni de pena, ni de imposibilidad material o jurídica de ejercer el derecho, sino de la extinción del derecho, sin que para ello cuente la intención de su titular o la imposibilidad de ejercer la prerrogativa jurídica. En otros términos: hay una conducta permitida legalmente, pero a la cual la ley le imputa una “consecuencia”: la extinción del derecho, sea por no ejercerse en un plazo legal o convencional, sea por no cumplirse una “carga” impuesta por la ley o el contrato ... Entonces se desprende que la caducidad es una causa extintiva del derecho subjetivo o del derecho potestativo por no sobrevenir su hecho impeditivo durante el plazo prefijado por la ley o por la convención”.

Reforzando lo anterior, y siempre según la doctrina del Derecho Comparado, se advierte que la caducidad es:

“un medio de extinción del derecho por la situación objetiva de no haberlo ejercido en un plazo perentorio.” (RASO DELGUE, Juan. “Nuevo Régimen de Prescripción de las Acciones Laborales”. Editorial Amalio Fernández. Montevideo, Uruguay, 1.998, p. 5). 

La caducidad y la prescripción son instituciones similares, aunque su naturaleza intrínseca es diversa. La Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia ha establecido, en diversas resoluciones, las principales diferencias que existen entre ambos institutos, al respecto se ha dicho: 

“1a. Por su origen, la caducidad puede ser legal o convencional, mientras la prescripción es legal. 2a. Por su fundamento, la prescripción extintiva se inspira en el concepto de que un derecho no ejercitado se puede suponer abandonado por el titular, siendo la razón subjetiva del no ejercicio, o sea, la negligencia, real o supuesta, del titular, la causa de la extinción, o bien la razón objetiva de la conveniencia de no dejar subsistente un derecho inactivo, y por eso inútil, en detrimento de otro derecho. Mientras la caducidad atiende sólo al hecho objetivo de la inactividad del titular dentro del término de rigor prefijado inútilmente transcurrido, siendo la causa de extinción del derecho su propia brevedad vital, sin que pueda prorrogarse su existencia interrumpiendo el plazo. 3a. Por su función práctica, mientras en la prescripción es actuada la exigencia de que los derechos subjetivos en general no queden inactivos durante largo tiempo, en la caducidad opera la diversa exigencia de que determinados derechos -por regla general, potestativos- sean ejercitados dentro de plazos breves, porque subsiste un interés general al pronto ejercicio de tales derechos, junto con un interés de aquellos frente a los cuales pueden ser ejercitados en conocer con prontitud si el titular de ellos tiene o no la intención de ejercitarlos. Efectivamente, las hipótesis de caducidad están ligadas a situaciones en las cuales, frente al sujeto del derecho (expuesto a decadencia), existen sujetos interesados en que el ejercicio del derecho, si se realiza, tenga lugar en el tiempo más breve posible. Por eso los términos de caducidad son siempre bastante restringidos en su duración. 4a. Por sus efectos, la prescripción extingue las acciones y derechos, generalmente, a través de una excepción, admitiendo causas de suspensión y de interrupción, mientras la caducidad opera la extinción de una manera directa y automática, por lo que generalmente no tienen influencia aquellas causas” (Francisco Bonet Ramón. Compendio de Derecho Civil, Madrid, Editorial Revista de Derecho Privado, Tomo I, Parte General, 1959, citado en Sala Segunda, votos números 119, de las 10:10 horas del 14 de mayo de 1999; 291, de las 10:20 horas, del 17 de marzo de 2000; 651, de las 15:40 horas del 30 de junio de 2000, y 12, de las 9:30 horas de 24 de enero de 2003 entre otras).”

Sobre el tema de la caducidad en la nulidad de actos similares relacionados con el otorgamiento eventualmente inválido de jubilaciones al amparo de determinadas normas, el Ex Magistrado Óscar González Camacho en un informe requerido por la Corte Suprema de Justicia sobre la aplicación del Transitorio III a que se refiere el presente estudio, indicó:

“Por último, no se puede omitir analizar el tema de la caducidad del proceso judicial. Esto motivó que en oportunidades anteriores se valorara que, por el tiempo que había transcurrido desde el otorgamiento de la jubilación, la gestión anulatoria resultaba improcedente por la caducidad de dos meses que establecía la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso Administrativa. No obstante, lo anterior, de conformidad con el numeral 21 de dicho cuerpo normativo, lo cierto es que, por tratarse de actos de efectos continuados, se preveía la excepción a la aplicación del término de caducidad cuando la acción pretenda la inaplicabilidad futura del acto.

[bookmark: _Hlk119504318]Esto es reiterado en el actual Código Procesal Contencioso Administrativo, por virtud de los artículos 34 y 40, según los cuales, resulta posible, con independencia del tiempo ordinario de caducidad, cuestionar actos absolutamente nulos para efectos de su inaplicabilidad futura en tanto estos continúen produciendo efectos jurídicos, es decir, en tanto la conducta administrativa formal que se pretenda impugnar sean actos de efectos continuados, siendo las jubilaciones el arquetipo de esta categoría jurídica.

En este sentido, debe señalarse que el transitorio III del Código Procesal Contencioso Administrativo dispuso que “El régimen de impugnación de los actos que hayan quedado firmes en la vía administrativa antes de la vigencia del presente Código, se regirá por la legislación vigente en ese momento.” A partir de esta norma, se podría entender que en el caso de las jubilaciones otorgadas cuando aún se encontraba vigente la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso Administrativo ya no pueden ser cuestionadas.

Sin embargo, debido a que dicha normativa mantenía incólume la posibilidad de atacar el acto si este continuaba produciendo efectos para que se declare su inaplicabilidad futura, situación también regulada en el Código Procesal Contencioso Administrativo, entonces un proceso de lesividad que tenga por objeto, precisamente, la inaplicabilidad futura, no puede considerarse caduco, en la medida en que esta nunca ha operado, como sí aconteció si lo que se pretende es la declaratoria de nulidad con efectos retroactivos.

Así, tratándose de pensiones cuyo acto de otorgamiento adquirió firmeza hace más de un año, únicamente procede solicitar la anulación para efectos de inaplicabilidad futura, según el precepto 40 del Código Procesal Contencioso Administrativo.

En el caso de que se hayan otorgado pensiones cuya firmeza se haya dado dentro del último año, el proceso de lesividad deberá plantearse según las reglas y consecuencias del artículo 39 de dicho cuerpo normativo y, en consecuencia, la nulidad se deberá solicitar con efectos retroactivos y con repetición de lo pagado de más”.

No obstante, es menester indicar que, en la deliberación con motivo del referido informe, el ex Magistrado Jinesta Lobo indicó lo siguiente:

“Debo reconocer que me avoqué también al estudio de la propuesta que se le hace a esta Corte y creo que la propuesta parte de un enfoque simplista, porque el tema no es tan simple como decir aquí hay actos de efecto continuado. Y esto lo digo porque fui también integrante de la Comisión Redactora del Código Procesal Contencioso Administrativo, que es la norma que establece la particularidad de que, cuando hay una nulidad absoluta de efectos continuos es posible impugnarla, porque precisamente los efectos se están reproduciendo en el tiempo.

Estimo que, el otorgamiento de una jubilación, independientemente de si ha habido error o no de la Administración, pasa un poco por considerar esa categoría del acto de efecto inmediato, es decir, que se consume inmediatamente, o el acto administrativo de efectos continuos. Resulta que, si uno hace un estudio del tema se da cuenta de que, básicamente la figura de la nulidad de los actos absolutamente nulos con efectos continuos, básicamente es cuando se trata de un acto de gravamen para el propio administrado, esa fue la filosofía de los redactores del Código Procesal Contencioso Administrativo, absolutamente lesivo y grave para la esfera patrimonial o extra patrimonial del administrado, pero aquí estamos en otra tesitura, porque se trata de una cosa sumamente relevante, como es el otorgamiento de una jubilación y hay que tomar en cuenta y en consideración que, aquí están conexos otros temas, ya no de tipo estrictamente administrativo, sino de tipo constitucional y de Derecho Internacional Público de los Derechos Humanos.

El tema de las pensiones y las jubilaciones evidentemente se trata de un derecho prestacional, de un derecho económico social y cultural, así ha sido reconocido desde la Carta Social Europea de los años 50, y en esta materia no puede haber nunca regresividad, y ahí es donde surge el gran cuestionamiento y la precisión de un acto de efectos continuos y de un acto de efectos consumados.

Creo que no es tan simple como decir que a una persona que se le está pagando una pensión o una jubilación, ahí tenemos un acto de efecto continuado. Considero que el acto se consume cuando a esa persona se le reconoce la jubilación y ahí se acabó. El resto es ejecución, porque hay que distinguir entre lo que es el acto administrativo y lo que es la ejecución del acto administrativo. Luego vienen los pagos una vez reconocido el derecho y reconocido el derecho si no había y no se alegó ninguna nulidad, ese derecho queda plenamente consolidado. Luego viene la ejecución del acto administrativo y no podemos decir que las ejecuciones en este caso, porque el tema del derecho de la jubilación requiere estar girando mensualmente el monto que fue aprobado, no podemos decir que la ejecución le da la virtualidad de un acto administrativo de efectos continuos.

Creo que aquí hay una gran discusión jurídica de por medio. Básicamente está la filosofía que imperó en la redacción del Código, cuando se pensó en actos absolutamente de efectos continuos eran actos profundamente lesivos para la espera patrimonial y extra patrimonial de los administrados, en este caso, para la esfera de las funcionarias y los funcionarios que han obtenido una jubilación que no se trata en este caso o, en este supuesto, de esa situación.

Me parece que la jubilación una vez otorgada si no tenía ninguna nulidad se consolida como tal y lo que viene después es una simple ejecución de un acto administrativo favorable. En un acto administrativo favorable conectado a derechos prestacionales y a derechos económicos sociales y culturales no puede haber regresividad. El Comité de Naciones Unidas o de Derechos Económicos, Sociales y Culturales ha señalado y ha combinado todos los gobiernos del mundo, para que no haya regresividad en esta materia.

Sobre el tema del efecto continuado del acto jubilatorio, resulta importante destacar un reciente voto del Tribunal de Casación de lo Contencioso Administrativo, que indicó lo siguiente:

“… Al existir norma específica que lo prohíbe, no le asistía derecho al señor Rodríguez Gutiérrez para recibir el pago del monto correspondiente al beneficio de jubilación, debido a que don Fernando realizaba labores para la CCSS, percibiendo salario por ello, de ahí que el acuerdo del Consejo Superior en cuestión resulta absolutamente nulo. Ahora resta por determinar si el acto administrativo que otorga el derecho a una jubilación es un acto de efecto inmediato o de efectos continuos. En esa dirección, tómese en cuenta, el acuerdo adoptado por el Consejo Superior declaró la condición de jubilado del señor Rodríguez Gutiérrez, lo que generó un derecho individual, sin embargo, todo derecho jubilatorio se materializa en el reconocimiento de prestaciones económicas periódicas de larga duración (hasta que se extinga o suspenda el derecho). Efecto consustancial y continuado al acto declarativo del derecho. La declaración de jubilado conlleva el surgimiento de una relación de sujeción especial entre el pensionado y el fondo de jubilaciones, producto de ese pago periódico de la contraprestación económica que se recibe del régimen de pensión del cual se declara el derecho. Desde esta perspectiva, no es procedente estimar que el acto administrativo que reconoce la condición jubilatoria agota sus efectos en el momento que se adopta. Por el contrario, en criterio de esta Cámara, se está ante un acto de efectos continuados, porque del mismo subsiste una relación jurídica de la cual se siguen desplegando efectos consustanciales, a saber, un pago periódico en beneficio del pensionado, con la consecuente carga al erario público y al fondo de jubilaciones y su equilibrio. Téngase presente, con cada pago realizado por concepto de jubilación se va generando impacto económico al fondo de jubilaciones, es decir, las consecuencias del acto declaratorio del derecho se siguen produciendo en el tiempo. En el caso concreto, el derecho jubilatorio declarado por el Consejo Superior, en sesión del 3 de setiembre de 2009 (artículo XXVI, inciso3), ha generado un pago mensual permanente a favor de don Fernando desde el mes de setiembre de 2009, cuantificado al mes de noviembre de 2013 en la suma de ¢25.892.980,27 (oficio 2813-TE-201 del Departamento Financiero Contable), lo que evidencia que hay un acto de efectos continuados, por su reiterada incidencia en la esfera patrimonial del administrado, y en el fondo de pensiones del Poder Judicial. Entonces, dado que el acto cuya declaratoria de lesividad se peticiona en sentencia deviene absolutamente nulo y de efectos continuados (por las razones expuestas), el plazo anual regulado en el precepto 34 del CPCA ha de computarse a partir del cese de tales efectos, lo que no consta en autos que haya sucedido, de ahí que la interposición del proceso de lesividad por parte del Estado en fecha 15 de julio de 2014 deviene conforme a derecho. Así las cosas, el recurso de casación planteado deberá acogerse, al resultar improcedente la caducidad dispuesta por el Tribunal, para en su lugar: rechazar tal argumento, declarar absolutamente nulo y lesivo el acto administrativo en cuestión. Valga advertir, al tenor del numeral 34 inciso 1) último párrafo del CPCA, tratándose de un proceso de lesividad la sentencia que declare la nulidad lo hace, únicamente, para fines de su anulación e inaplicabilidad futura. En otras palabras, la anulación del acto se realiza de manera constitutiva y futura, sin que sea procedente, por imperativo de ley, atribuir un efecto retroactivo a esa supresión, con lo cual, en tales casos, de manera excepcional, aun tratándose de nulidad de grado absoluto (como sucede en la especie), los efectos jurídicos y materiales que ha producido el acto no pueden desconocerse (como mal pretende el casacionista al solicitar el reintegro de los montos pagados a don Fernando por concepto de jubilación). Es decir, esos efectos producidos en el ciclo de vigencia del acto se mantienen y la nulidad se dispone para que deje de surtir efectos, sin que tal supresión pueda alcanzar a aquellos efectos ya consumados. Este efecto retroactivo solo es posible si la lesividad se presenta antes de transcurrido el año a que alude el numeral 34 del CPCA, lo que no ocurrió en este caso. En razón de lo anterior, en el asunto de estudio se declarará la nulidad absoluta del acto en cuestión para su inaplicabilidad futura, a partir de la firmeza de este pronunciamiento”. Voto 000157-F-TC-2021 de las nueve horas del veintiséis de agosto de dos mil veintiuno.

En el caso de sumas giradas de más a jubilados o pensionados, la Procuraduría General de la República mediante dictamen N° C-068-2006 del 20 de febrero de 2006, en lo que interesa expone:

“…a falta de normativa de rango legal que prevea en nuestro ordenamiento jurídico algún plazo genérico de prescripción en materia de pagos indebidos o excesivos en materia de pensiones y jubilaciones, y ante la carencia de regulación especial al respecto dentro del régimen especial contributivo del Poder Judicial, la obligada conclusión a la que debemos llegar, por necesaria integración normativa (artículo 9 de la Ley General de la Administración Pública), es que el ejercicio de la potestad cobratoria de la Administración Pública en esos casos, deberá de regirse por las disposiciones atinentes de la Ley General (numerales 198, 207 y 208). Y es que, si la relación jurídica entre la Administración y el administrado está regentada por el Derecho Administrativo, las reglas aplicar, en cuanto a la prescripción, serán las que señale este subsistema o, en su defecto, las de carácter general aplicables a todas las disciplinas jurídicas. Recuérdese además que “El Derecho Administrativo no se heterointegra con las normas y principios del Derecho Privado (civil y mercantil), puesto que, esta última rama del derecho resulta ‘non grata’ y aplicable en último término o in extremis para resolver los diversos problemas de hermenéutica y aplicación, dada la peculiaridad de las instituciones del derecho administrativo (v. gr. responsabilidad administrativa, servicio público, función pública, etc.)…" ( JINESTA LOBO, Tratado de Derecho Administrativo, Biblioteca Jurídica Diké, Medellín Colombia, Tomo I, páginas 145 y 146).

Conforme las anteriores consideraciones, se estima que, la potestad anulatoria con efectos hacia futuro no se encuentra caduca y procedería, eventualmente, la declaratoria respectiva de los actos sometidos a análisis.

VI.- SOBRE LA RESPONSABILIDAD PARA LOS MIEMBROS DE LA JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENIONES DEL PODER JUDICIAL.

Debe entenderse que la aplicación de la Ley Marco de Pensiones en cuanto al transitorio, deviene en la confluencia de los dos requisitos, a saber, edad y tiempo de pertenencia al régimen. Se advierte que en una gran mayoría de casos en los que se aplicó el descuento del 2 x 1, no se cumplió con una o con ambas de las condiciones indicadas y consecuentemente procedería determinar la eventual existencia de un vicio de nulidad por las vías contempladas para tal efecto en el ordenamiento jurídico administrativo.

Debido al estudio técnico aportado por la Dirección de Gestión Humana, procedería aplicar alguna de las dos vías que se indicarán para efecto de anular los actos administrativos que otorgaron jubilaciones sin cumplir lo dispuesto por el Transitorio III citado anteriormente:

a). - La nulidad en sede administrativa en supuestos de vicios evidentes y manifiestos:

Este supuesto se encuentra debidamente contemplado en el artículo 173 de la Ley General de la Administración Pública, en tanto dispone lo siguiente:

“Artículo 173.-

1) Cuando la nulidad absoluta de un acto declaratorio de derechos sea evidente y manifiesta, podrá ser declarada por la Administración en la vía administrativa, sin necesidad de recurrir al contencioso-administrativo de lesividad, previsto en el Código Procesal Contencioso-Administrativo, previo dictamen favorable de la Procuraduría General de la República; este dictamen es obligatorio y vinculante. Cuando la nulidad absoluta verse sobre actos administrativos directamente relacionados con el proceso presupuestario o la contratación administrativa, la Contraloría General de la República deberá rendir el dictamen.

En ambos casos, los dictámenes respectivos deberán pronunciarse expresamente sobre el carácter absoluto, evidente y manifiesto de la nulidad invocada.

2) Cuando se trate de la Administración central del Estado, el ministro del ramo que dictó el respectivo acto deberá declarar la nulidad. Cuando se trate de otros entes públicos o Poderes del Estado, deberá declararla el órgano superior supremo de la jerarquía administrativa. Contra lo resuelto cabrá recurso de reposición o de reconsideración, en los términos del Código Procesal Contencioso-Administrativo.

3) Previo al acto final de anulación de los actos a que se refiere este artículo, la Administración deberá dar audiencia a las partes involucradas y cumplir con el debido procedimiento administrativo ordinario dispuesto en esta Ley.

4) La potestad de revisión oficiosa consagrada en este artículo, caducará en un año, a partir de la adopción del acto, salvo que sus efectos perduren.

5) La anulación administrativa de un acto contra lo dispuesto en este artículo, sea por omisión de las formalidades previstas o por no ser absoluta, evidente y manifiesta, será absolutamente nula, y la Administración estará obligada, además, al pago por daños, perjuicios y costas; todo sin perjuicio de las responsabilidades personales del servidor agente, de conformidad con el segundo párrafo del artículo 199.

6) Para los casos en que el dictado del acto administrativo viciado de nulidad absoluta, evidente y manifiesta corresponda a dos o más ministerios, o cuando se trate de la declaratoria de nulidad de actos administrativos relacionados entre sí, pero dictados por órganos distintos, regirá lo dispuesto en el inciso d) del artículo 26 de esta Ley.

7) La pretensión de lesividad no podrá deducirse por la vía de la contrademanda”.

Conforme a esta disposición, procedería la nulidad en sede administrativa, en casos en que la nulidad sea palmaria, clara, evidente y a simple vista, siguiendo un debido proceso en donde se determine, tanto el vicio del acto como lo evidente y manifiesto del mismo.

b). - Declaratoria de lesividad en sede administrativa con el fin de interponer un proceso de lesividad:

Este supuesto se encuentra debidamente contemplado en el artículo 34 del Código Procesal Contencioso Administrativo, en tanto dispone lo siguiente:

“Artículo 34.-1) Cuando la propia Administración, autora de algún acto declarativo de derechos, pretenda demandar su anulación ante la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, previamente el superior jerárquico supremo deberá declararlo lesivo a los intereses públicos, económicos o de cualquier otra naturaleza. El plazo máximo para ello será de un año, contado a partir del día siguiente a aquel en que haya sido dictado, salvo si el acto contiene vicios de nulidad absoluta, en cuyo caso, dicha declaratoria podrá hacerse mientras perduren sus efectos. En este último supuesto, el plazo de un año correrá a partir de que cesen sus efectos y la sentencia que declare la nulidad lo hará, únicamente, para fines de su anulación e inaplicabilidad futura”.

La Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, se refirió a la anulación o revisión de oficio de los actos administrativos favorables o declaratorios de derechos para el administrado, en los siguientes términos:

“Esta posibilidad que tienen las administraciones públicas y sus órganos constituye una excepción calificada a la doctrina de la inderogabilidad de los actos propios y favorables para el administrado o del principio de intangibilidad de los actos propios, al que esta Sala especializada le ha conferido rango constitucional por derivar del ordinal 34 de la Constitución Política (Ver sentencias Nos. 2186-94 de las 17:03 hrs. del 4 de mayo de 1994 y 899-95 de las 17:18 hrs. del 15 de febrero de 1995)-. La regla general es que la administración pública respectiva no puede anular un acto declaratorio de derechos para el administrado, siendo las excepciones la anulación o revisión de oficio. Para ese efecto, la administración pública, como principio general, debe acudir, en calidad de parte actora y previa declaratoria de lesividad del acto a los intereses públicos, económicos o de cualquier otra naturaleza, al proceso de lesividad (artículos 10, párrafo 5°, y 34 del Código Procesal Contencioso Administrativo), el cual se ha entendido, tradicionalmente, como una garantía para los administrados. Sobre este particular, este Tribunal Constitucional en el Voto No. 897-98 del 11 de febrero de 1998 señaló que "(...) a la Administración le está vedado suprimir por su propia acción aquellos actos que haya emitido confiriendo derechos subjetivos a los particulares. Así, los derechos subjetivos constituyen un límite respecto de las potestades de revocación (o modificación) de los actos administrativos, con el fin de poder exigir mayores garantías procedimentales. La Administración, al emitir un acto y con posterioridad al emanar otro contrario al primero, en menoscabo de derechos subjetivos, está desconociendo estos derechos, que a través del primer acto había concedido, sea por error o por cualquier otro motivo. Ello implica que la única vía que el Estado tiene para eliminar un acto suyo del ordenamiento es el proceso de jurisdiccional de lesividad, pues este proceso está concebido como una garantía procesal a favor del administrado, o bien, en nuestro ordenamiento existe la posibilidad de ir contra los actos propios en la vía administrativa, en la hipótesis de nulidades absolutas, evidentes y manifiestas, previo dictamen de la Contraloría General de la República y de la Procuraduría General de la República (como una garantía más a favor del administrado) y de conformidad con el artículo 173 de la Ley General de la Administración Pública. En consecuencia, si la Administración ha inobservado las reglas de estos procedimientos, o bien, las ha omitido del todo o en parte (...) el principio de los actos propios determina como efecto de dicha irregularidad la invalidez del acto (…)". A tenor del numeral 173 de la Ley General de la Administración Pública, un ente u órgano público bien puede anular en vía administrativa un acto declaratorio de derechos para el administrado pero lesivo para los intereses públicos o patrimoniales de la primera, sin necesidad de recurrir al proceso contencioso administrativo de lesividad normado en los artículos 10, párrafo 5°, y 34 del Código Procesal Contencioso Administrativo (proceso en el cual la parte actora es una administración pública que impugna un acto propio favorable para el administrado pero lesivo para ella) cuando el mismo este viciado de una nulidad absoluta evidente y manifiesta. La nulidad absoluta evidente y manifiesta debe ser dictaminada, previa y favorablemente, por la Procuraduría o la Contraloría Generales de la República -acto preparatorio del acto anulatorio final-. Le corresponderá a la Contraloría cuando la nulidad verse sobre actos administrativos relacionados directamente con el proceso presupuestario o la contratación administrativa (Hacienda Pública). Ese dictamen es indispensable, a tal punto que esta Sala en el Voto No. 1563-91 de las 15 hrs. del 14 de agosto de 1991 estimó que "(…) Es evidente, entonces, que a partir de la vigencia de la Ley General de la Administración Pública, la competencia de anular en sede administrativa solamente puede ser admitida si se cumple con el deber de allegar un criterio experto y externo al órgano que va a dictar el acto final (…)". Se trata de un dictamen de carácter vinculante -del que no puede apartarse el órgano o ente consultante-, así lo disponen los ordinales 2° de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República y el 173, párrafo 1°, de la Ley General de la Administración Pública. A través de ese dictamen se ejerce una suerte de control previo o preventivo de legalidad, en cuanto antecede el acto final del procedimiento ordinario incoado para decretar la anulación oficiosa, que no riñe con ninguno de los grados de autonomía administrativa, por ser manifestación específica de la potestad de control inherente a la dirección intersubjetiva o tutela administrativa. Resulta lógico que tal dictamen debe ser favorable a la pretensión anulatoria de la administración consultante, y sobre todo que constate, positivamente, la gravedad y entidad de los vicios que justifican el ejercicio de la potestad de revisión o anulación oficiosa. La Administración pública respectiva está inhibida por el ordenamiento infraconstitucional de determinar cuándo hay una nulidad evidente y manifiesta, puesto que, ese extremo le está reservado al órgano técnico- jurídico y consultivo denominado Procuraduría General de la República, como órgano desconcentrado del Ministerio de Justicia. En los supuestos en que el dictamen debe ser vertido por la Contraloría General de la República, también, tiene naturaleza vinculante en virtud de lo dispuesto en artículo 4°, párrafo in fine, de su Ley Orgánica No. 7428 del 7 de septiembre de 1994.” (Resolución N° 2016-017640 de las nueve horas treinta minutos del dos de diciembre de dos mil dieciséis)

El doctor Álvaro Ramos Chaves, Superintendente de Pensiones, en oficio N° SP-334-2018 del 10 de abril de 2018, comunicó:

“Mediante oficio SP-1132-2016 del 20 de octubre de 2016, la SUPEN comunicó el resultado de una visita realizada al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, con el objetivo de verificar la aplicación del Transitorio III de la Ley denominada Régimen General de Pensiones con Cargo al Presupuesto Nacional (Ley Marco N°7302).”

Al respecto, la SUPEN determinó el siguiente hecho, para el cual estableció dos requerimientos:

“2. Como consecuencia de lo anterior, el Fondo tuvo que destinar un gasto adicional acumulado (valor presente) de ₡18.456,27 millones y dejó de percibir ¢1.860,83 millones por concepto de cotizaciones no recibidas durante el tiempo en que otorgó beneficios a personas que no cumplían con los requisitos.

Asimismo, el Fondo tendrá que hacer frente a un costo actuarial de ₡49.249,06 millones a partir del 01 de marzo de 2016.”

[bookmark: _Hlk119490613]“2.1 Establecer las responsabilidades administrativas y legales de los funcionarios involucrados en el proceso de concesión y aprobación de los beneficios que no se ajustan a lo establecido en el Transitorio III de la Ley Marco.”

En virtud de lo cual, el Consejo Superior en sesión Nº 070-2018 acordó: 

[bookmark: _Hlk119490750]“1.) Deberá la Dirección Jurídica en coordinación con la Dirección de Gestión Humana, determinar las sumas giradas demás a las personas jubiladas judiciales que se vieron beneficiadas con la aplicación del TRANSITORIO III (dos por uno) de la Ley denominada Régimen General de Pensiones con Cargo al Presupuesto Nacional N°7302, y en caso de tratarse de actos declarativos de derechos o de errores aritméticos proceda a instaurar el procedimiento más idóneo, sea de nulidad absoluta, evidente y manifiesta en vía administrativa o el proceso de lesividad en sede jurisdiccional. 2.) En aquellos casos en que la Dirección Jurídica considere que los beneficios jubilatorios otorgados son ilegítimos, deberá informar al Tribunal de la Inspección Judicial para que investigue y siente las responsabilidades que correspondan.”

[bookmark: _Hlk119501889]Como puede advertirse, la responsabilidad por la incorrecta aplicación del Transitorio III de la Ley Marco, aprobando jubilaciones que no se ajustaron a parámetros legales, es un tema que ya se encuentra en estudio por las autoridades competentes, va a depender del resultado de los estudios que al día de hoy no han concluido, pero que involucra únicamente a quienes tengan participación con la aprobación y otorgamiento ilegítimos de tales beneficios jubilatorios. 

La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, debe únicamente estar al pendiente del avance de los casos previamente revisados, como interesado directo en las posibles recuperaciones de los montos que así correspondan, tomando en consideración que, es de interés del órgano, una sana administración de los recursos de Fondo, para el pago de los beneficios actuales y futuros, siendo que en lo que respecta a la materia cobratoria –recuperación de dineros por concepto de los procesos-, el asunto se encuentra en estudio por parte de la Corte Plena, según acuerdos del Consejo Superior N° 99-2021 celebrado el 18 de noviembre de 2021, artículo X y N° 16-2022 celebrada el 24 de febrero de 2022, artículo XI, situación que se genera debido a que los acuerdos que otorgaron los beneficios cuestionados, fueron adoptados por otro órgano colegiado y no por la estimable Junta Administradora.

En consecuencia, las resultas de los estudios pendientes, no son resorte de las personas integrantes de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, no existe responsabilidad para sus miembros acerca de lo dilatado de los mismos, en razón de que otro órgano diferente a la Junta es quien está tramitando los procesos, sin embargo, como buena práctica, se estima conveniente que se continué con el seguimiento de los procesos, en aras de mantenerse informado de los resultados que arrojen los estudios, considerando que significa de mucho interés general la resolución de cada caso en concreto.

VII.- CONCLUSIONES:

1.- El proyecto de revisión de los estudios denominados 2 x 1, contabilizan a la fecha según los informes presentados y casos debidamente comunicados a la Dirección Jurídica y a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, un total de 12 meses al 30 de junio 2022, fecha de corte del informe PJ-DGH-AP-2754-2022, en los cuales se ha logrado un avance total del 60% del proyecto.

2.- Según lo dispuesto en los cardinales 34 y 40 del actual Código Procesal Contencioso Administrativo, resulta posible, con independencia del tiempo ordinario de caducidad, cuestionar actos absolutamente nulos para efectos de su inaplicabilidad futura en tanto estos continúen produciendo efectos jurídicos, es decir, mientras la conducta administrativa formal que se pretenda impugnar sean actos de efectos continuados, siendo las jubilaciones el arquetipo de esta categoría jurídica.

3.- Es criterio de esta unidad asesora que la posibilidad de anular los actos mediante los cuales se dio la aplicación incorrecta del Transitorio III de la Ley denominada Régimen General de Pensiones con Cargo al Presupuesto Nacional (Ley Marco N° 7302), otorgando beneficios indebidos hasta enero de 2016, no ha caducado, en tanto que poseen un efecto continuado, conforme así lo ha determinado el Tribunal de Casación de lo Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda.

4.- Se hace la salvedad que, según el precepto 40 del Código Procesal Contencioso Administrativo, tratándose de pensiones cuyo acto de otorgamiento adquirió firmeza hace más de un año, únicamente procede solicitar la anulación para efectos de inaplicabilidad futura.

5.- La Junta Administradora tiene la responsabilidad de dar seguimiento al estudio de la totalidad de los casos relacionados con el aparente beneficio indebido de jubilación sin contar con los requisitos legales, su deber es estar al pendiente del avance de los casos previamente revisados. Así las cosas, la realización y el resultado de los estudios pendientes, no es obligación de los integrantes de la Junta, pues se reitera, solamente le compete llevar un control de que los mismos se vayan realizando como corresponda, sin que se les pueda endilgar responsabilidad ante la demora incurrida en culminar con el análisis de los casos individuales. En ese orden de ideas, como buena práctica, se estima conveniente que se continué con el seguimiento de los procesos, en aras de mantenerse informado de los resultados que arrojen los estudios, considerando que es de interés general la resolución de cada caso en concreto.

6.- Según oficio N° PJ-DGH-AP-3201-2022 del 5 de agosto de 2022, suscrito por la máster Roxana Arrieta Meléndez, la licenciada Olga Guerrero Córdoba y los licenciados Carlos Lizano Alfaro, Juan José Carvajal Siles, por su orden Directora interina y Subdirectora interina de Gestión Humana, Jefe interino de Subproceso Administración de Personal y Coordinador de Unidad de Prestaciones Legales y Otros, para el mes de agosto del 2022, la Dirección de Gestión Humana había logrado un avance total del 60% del proyecto.

De esta forma, se deja rendido el criterio solicitado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y pensiones del Poder Judicial, en sesión N° 16-2022 celebrada el 19 de abril de 2022, artículo XIII, para lo que a bien estimen disponer”.
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Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Tener por recibido y aprobar el oficio N° 0043-AJ/DJA-2022 del 28 de noviembre de 2022, suscrito por los licenciados Eduardo Chacón Monge y Diego Mora Araya, ambos Asesores Jurídicos interinos de la Dirección de la JUNAFO, relacionado con el criterio jurídico sobre la prescripción que pueden tener los casos de las personas jubiladas judiciales, pendientes de determinar la correcta aplicación del transitorio III de la Ley Marco de Pensiones, y las responsabilidades que podría tener esta Junta Administradora. 2.) Hacer el presente acuerdo de conocimiento de la Corte Plena y del Consejo Superior. 3.) Someter este acuerdo a conocimiento de la Superintendencia de Pensiones – SUPEN, y estar a la espera de que las áreas administrativas del Poder Judicial concluyan los trabajos que están realizando.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc120873391]ARTÍCULO VIII
Documento N° 1094-2022
Conoce esta Junta, el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 95-2022 celebrada el 3 de noviembre de 2022, artículo LX, que dice: 
“En sesión N° 26-2021 celebrada el 06 de abril del 2021, artículo XXXV, se tomó el acuerdo que literalmente dice:

“Las licenciadas Olga Guerrero Córdoba y Maureen Siles Mata, por su orden, Subdirectora interina de Administración Humana y Jefa de Administración Salarial, ambas de la Dirección de Gestión Humana, mediante oficio N° PJ-DGH-SAS-0868-2021 del 9 de marzo de 2021, comunicaron lo siguiente:

“Se remite el estudio de reconocimiento de tiempo servido en otras instituciones del Estado para efectos de anualidades n° RTFJP: 2020038 y que el Consejo Superior decida lo que corresponda de conformidad con lo establecido en sesión N° 84-2020 celebrada el 28 de agosto de 2020, articulo XVI.

Reconocimiento de Tiempo Servido en Otras
Instituciones del Estado para efectos de
ANUALIDADES

	NOMBRE:
	INGRID ETHEL BUITRAGO SANCHEZ

	N° CEDULA:
	(…)

	PUESTO:
	JEFE DE OFICINA ESPECIALIZADA OPO

	OFICINA:
	UNIDAD DE PROTECCIÓN DE VICTIMAS Y TESTIGOS

	LUGAR PARA NOTIFICACIONES:
	(…)

	FECHA EN QUE PRESENTA LA GESTIÓN:
	09/12/2019.

	FECHA EN QUE COMPLETA LA GESTIÓN:
	09/12/2019.

	NÚMERO RTFJP:
	2020038.

	INSTITUCIÓN DONDE LABORÓ:
	Ministerio de Seguridad Pública

	TIEMPO A RECONOCER:
	7 meses y 28 días.



Con toda consideración.”
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En relación a lo anterior, en sesión N° 84-2020 celebrada el 28 de agosto de 2020, artículo XVI, al conocerse el informe N°DJ-C-524-2020 del 19 de agosto de 2020, presentado por el máster Rodrigo Alberto Campos Hidalgo, Director Jurídico, referente a si con la entrada en funcionamiento de la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial” se mantiene vigente el “Reglamento para el reconocimiento de tiempo servido en el Poder Judicial, en el Estado y sus instituciones para efecto del pago de anualidades y Jubilación en el Poder Judicial” (RTS). Y si el Consejo Superior puede aprobar “las gestiones de reconocimiento de tiempo para efectos de anualidades, independientemente si la persona interesada gestiona el trámite de reconocimiento de tiempo para efectos jubilatorios”, este Consejo, acogió el criterio presentado por el máster Rodrigo Alberto Campos Hidalgo, Director Jurídico interino en oficio N°DJ-C-524-2020 y lo hizo de conocimiento de la Dirección de Gestión Humana y de la Secretaría General de la Corte, para que remitieran a este Consejo todas las gestiones pendientes referente al Reconocimiento de Tiempo Servido en el Poder Judicial y en El Estado y sus Instituciones en el entendido que será únicamente para efectos de anualidades.

Al conocerse el informe N° PJ-DGH-SAS-0868-2021 del 9 de marzo de 2021, elaborado por la Dirección de Gestión Humana y de acuerdo con lo resuelto en sesión N° 84-2020 celebrada el 28 de agosto de 2020, artículo XVI, se acordó: Reconocer a la servidora Ingrid Ethel Buitrago Sánchez, Jefa de la Oficina Especializada de Planes y Operaciones, únicamente para efectos de anualidades, 7 meses y 28 días, laborados para el Ministerio de Seguridad Pública, a partir del 9 de diciembre del 2019.

La Dirección de Gestión Humana tomara nota para lo que corresponda”
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La servidora Ingrid Ethel Buitrago Sánchez, Subjefa de la Delegación Regional del Organismo de Investigación Judicial de Alajuela, mediante correo electrónico del 25 de octubre de 2022, gestionó lo siguiente:

“Buenas Tardes, saludos cordiales, por este medio les hago saber mi interés en que reconsideren el acuerdo tomado por el Consejo Superior oficio número 3702-2021 del 28 de abril 2021 en donde solicité un reconocimiento de tiempo servido en el Ministerio de Seguridad Pública para efectos de anualidades y JUBILACIÓN en el Poder Judicial de 7 meses y 28 días. Es importante mencionar que ya lo había solicitado en donde se me reconoció para ambos efectos (anualidades y jubilación) 2 años y 6 meses en donde los estudios y análisis fueron incompletos ya que trabaje más tiempo para el Ministerio de Seguridad Pública y en esta segunda etapa no me lo reconocieron para efectos de JUBILACIÓN.

Esperando favor sea reconsiderado de nuevo, se despide atentamente.”

- 0 -

Se acordó: Trasladar la gestión de la servidora Ingrid Ethel Buitrago Sánchez, Subjefa de la Delegación Regional del Organismo de Investigación Judicial de Alajuela a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones Judiciales para lo de su cargo.”

- 0 -
Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: Previamente a resolver lo que corresponda, trasladar a la Dirección de la JUNAFO, para que emita criterio sobre la solicitud presentada por servidora Ingrid Ethel Buitrago Sánchez, Subjefa de la Delegación Regional del Organismo de Investigación Judicial de Alajuela.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc120873394]ARTÍCULO IX
Documento N° 17-2020 / 1093-2022
Conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, el acuerdo tomado por el Consejo Superior, en sesión N° 95-2022 del 03 de noviembre del 2022, artículo XXVIII, que literalmente dice:
“La licenciada Angie Ampié Gutiérrez, Prosecretaria interina de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, mediante oficio N° 0656-JUNAFO-2022 del 25 de octubre de 2022, remite el acuerdo tomado por la citada Junta, en la sesión N° 40-2022 celebrada el 18 de octubre de 2022, artículo IX, que dice:

“Los licenciados Eduardo Chacón Monge y Diego Mora Araya, ambos Asesores Jurídicos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, en oficio N° 0030-AJ/DJA-2022 del 10 de octubre de 2022, remitieron el siguiente criterio:

[bookmark: _Hlk113441295]“Para su apreciable conocimiento y fines consiguientes, conforme a solicitud presentada mediante Oficio N° 0390-JUNAFO-2022, remitido en fecha 15 de junio de 2022, en relación con el acuerdo tomado en sesión N° 23-2022 celebrada el 07 de junio de 2022, artículo XIV, en el cual se solicita la colaboración para emitir criterio jurídico en relación con la solicitud realizada por el licenciado Armando Fuentes Quesada, Jubilado Judicial, respetuosamente se indica: 

I.- SOBRE LOS ANTECEDENTES DE LA GESTIÓN:

1. Luego de que el licenciado Armando Fuentes Quesada, hubiera laborado para el Poder Judicial por espacio de 18 años, 9 meses, 25 días, en sesión del Consejo Superior N° 89-2002, artículo XLIX, 26 de noviembre 2002, se tomó el siguiente acuerdo:

“El Lic. Edwin Retana Carrera, Inspector de la Unidad de Inspección Fiscal de la Fiscalía General de la República, con oficio N° 1050-UIF del 18 de noviembre en curso, comunicó lo siguiente:

“Me permito poner en conocimiento los originales de los dictámenes médicos forenses Números SPPF-2303-2002, ampliación No. SPPF2535-2002 y el N° DML-1121-2002; los dos primeros de la Sección de Psiquiatría Forense y el último del Consejo Médico Forense; mismos que corresponde a los exámenes que le fueron practicados al LIC. ARMANDO FUENTES QUESADA, quien se desempeña como FISCAL AUXILIAR EN PUNTARENAS; concluyendo el CONSEJO MÉDICO FORNESE que dicho funcionario “...SÍ está incapacitado absoluta y permanentemente para sus labores habituales dentro del Poder Judicial...”.

Conforme lo antes expuesto, se solicita al honorable CONSEJO SUPEIOR, se le aplique al LIC. ARMANDO FUENTES QUESADA, lo estipulado en el artículo 12 de la LEY ORGÁNICA DEL PODER JUDICIAL, siendo separado de su cargo y se le otorgue los derechos de una JUBILACIÓN; debido a que no se encuentra capacitado para continuar en su cargo de FISCAL.”
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Se adjuntan los oficios números SPPF-2303-2002, SPPF2535-2002 y DML-1121-2002, que hizo referencia el Lic. Retana Carrera.

Previa deliberación, se acordó: A tenor de lo que establece el artículo 228 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, separar de su cargo al Lic. Armando Fuentes Quesada, Fiscal Auxiliar en Puntarenas, por incapacidad absoluta y permanente para laborar en el Poder Judicial, a partir del día siguiente en que vence su última incapacidad, sea 28 de noviembre en curso, con los derechos laborales que le correspondan.

El Departamento de Personal, la Fiscalía General de la República, Unidad de Inspección Fiscal y la Fiscalía Adjunta de Puntarenas tomarán nota para los fines consiguientes. Se declara acuerdo firme.”. (El subrayado en negrita se adiciona).

1. Según se ha podido constatar mediante consulta realizada al historial de nombramientos del señor Fuentes Quesada, posterior a la fecha de su jubilación, éste se reincorporó a laborar para el Poder Judicial, realizando nombramientos como juez 4 a partir del 07 de agosto del año 2008, siendo el último nombramiento registrado en fecha 30 de setiembre del año 2021.

1. El señor Fuentes Quesada luego de laborar por un periodo de 9 años, 1 mes y 9 días, reactivó su beneficio de jubilación el 21 de diciembre del año 2017 y solicitó un recalculo del mismo. 

1. Mediante informe de la Dirección de Gestión Humana N° 1964-AP-2018, se señaló que el licenciado Armando Fuentes Quesada se jubiló por haber cumplido con el requisito de la edad (60 años) el 28 de febrero de 2002, suspende el beneficio a partir del 11 de junio de 2007 y lo reactiva a partir del 21 de diciembre de 2017, siendo que a esta fecha don Armando acumulaba un tiempo servido de 27 años 11 meses y 15 días, por lo que no fue posible ordinariar el beneficio, lo anterior de acuerdo a los dictámenes de la Procuraduría C 134-2008 y C 135-2014 de la Procuraduría General de la República, considerando que lo único que correspondió fue ajustar el monto del beneficio con los costos de vida, los cuales se realizaron debidamente. 

Véase que este informe de la Dirección de Gestión Humana, discrepa de la forma original que generó el beneficio de jubilación del señor Fuentes Quesada, debido a que en la sesión de Consejo Superior N° 89-2002, artículo XLIX, 26 de noviembre 2002, se destaca que fue separado por incapacidad absoluta y permanente para laborar en el Poder Judicial y Gestión Humana indicó que el beneficio de jubilación se otorgó por haber cumplido con el requisito de la edad (60 años).

1. En fecha 17 de abril del 2018, el señor Fuentes Quesada interpuso un recurso de reconsideración ante la Dirección Jurídica en contra del informe de la Dirección de Gestión Humana N° 1964-AP-2018, indicando lo que a continuación se transcribe:

“...Con base en las normativas vigentes, la Procuraduría General de la República concluye: “..Por una aplicación prevalente del numeral 231 de la Ley Orgánica del Poder Judicial N° 7333 de 5 de mayo de 1993- , por sobre lo dispuesto por el ordinal 31 de la Ley Marco de Pensiones —N° 7302 de 8 de julio de 1992-, se puede afirmar que en el caso del régimen judicial, para efectos de una eventual revisión posterior del monto de la pensión o jubilación inicial, solo es factible reconocer el tiempo laborado por reingreso al propio Poder Judicial no así aquel laborado en otras dependencias de la Administración Pública..” Por todo lo anterior solicito muy respetuosamente al Consejo Superior del Poder Judicial, revisar la resolución de la oficina de Gestión Humana, que resolvió a contrario sensu los dictámenes de la Procuraduría General de la República negándome el derecho a un reajuste de mi pensión con todos los derechos constitucionales que he adquirido en estos últimos 10 años en los que coticé para el Fondo de Pensiones del Poder Judicial y me amparan las resoluciones tanto de la Sala Segunda como las de la Constitución Política de Costa Rica en referencia a la real interpretación del artículo 231 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. Solicito muy respetuosamente que se ordene a la Dirección Jurídica, por esta vez, revise mi caso con el fin de no atrasar más la resolución aludida.”

1.  Mediante oficio Nº DJ-AJ-2956-2018 del 3 de setiembre de 2018, el máster Rodrigo Alberto Campos Hidalgo, Director Jurídico interino y el licenciado Jorge Kepfer Chinchilla, Coordinador del Área Análisis Jurídico, suscribieron un informe en el que analizaron la situación del señor Fuentes Quesada, y en lo que interesa señalaron:

“(…) para el caso en específico del Lic. Fuentes Quesada en cuanto al recálculo de su jubilación, la revisión del beneficio jubilatorio proporcional y el tiempo laborado posteriormente por reingreso a ese Poder de la República no alcanzan a completar los 30 años de servicios en el Poder Judicial, por ende, al no completarlos no se puede ordinariar el beneficio jubilatorio. Sin embargo, sería razonable y jurídicamente factible que los últimos salarios percibidos y cotizados durante el reingreso sirvan para recalcular el monto de pensión asignable. (…) (…) Por todo lo antes señalado la Dirección Jurídica concluye que, para este caso en específico, sí resulta procedente acoger la petición del Lic. Fuentes Quesada en cuanto al recálculo de su jubilación, toda vez que al no “ordinariarse” el beneficio jubilatorio, es procedente que los últimos salarios percibidos y cotizados durante el reingreso sirvan para recalcular el monto de pensión asignable. (…)” (El subrayado en negrita se adiciona).

1. Con base en el informe rendido por la Dirección Jurídica, en sesión N° 81-18 de 14 de setiembre de 2018, artículo XV, se analizó el recurso de reconsideración para el reajuste de jubilación, suscrito por el señor Armando Fuentes Quesada, en la que se tomó el siguiente acuerdo:

“Se acordó: 1.) Tener por rendido el informe Nº DJ-AJ-2956-2018 presentado por la Dirección Jurídica y con base en él, acoger la petición presentada en su oportunidad por el licenciado Armando Fuentes Quesada, en cuanto al recálculo de su jubilación, toda vez que al no “ordinariarse” el beneficio jubilatorio, es procedente que los últimos salarios percibidos y cotizados durante su reingreso al Poder Judicial, sirvan para recalcular el monto de pensión que le es asignable. 2.) La Dirección de Gestión Humana procederá a realizar el recalculo respectivo y lo hará de conocimiento de este Consejo para su respectiva aprobación. 3.) Hacer este acuerdo de conocimiento del licenciado Fuentes Quesada. La Dirección Jurídica tomará nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.” (El subrayado en negrita se adiciona).

Sobre el presente antecedente, es menester recalcar que el Consejo Superior aprobó y ordenó la realización del recálculo del beneficio de jubilación bajo el supuesto de que el señor Fuentes Quesada se jubiló por cumplimiento de requisitos, y no por incapacidad absoluta y permanente, error que se mencionó en el punto 4 del presente encabezado.

1. Posterior a esto, el máster Roberth García González, Auditor Judicial, mediante oficio N° 1283-39-SAFJP-2018 del 17 de octubre del 2018, procedió a rendir un informe de advertencia, el cual constituye un servicio preventivo que consistió en señalar los posibles riesgos y consecuencias de determinadas conductas o decisiones de la Administración Activa, cuyo enfoque fue señalar si el recálculo de la jubilación aprobada por el Consejo Superior en la sesión N° 81-18 del 14 de setiembre del 2018, artículo XV, se ajusta al ordenamiento jurídico. Siendo que, en dicho informe, se sugirió al Consejo Superior:

“1. Girar instrucciones a:

0. Dirección de Gestión Humana, para que remita la información pertinente a la Dirección Jurídica, con la documentación soporte correspondiente, a efecto de subsanar y sustentar adecuadamente el caso bajo estudio.

0. Dirección de Gestión Humana, observe con el debido cuidado las futuras solicitudes de criterio solicitadas por la Dirección Jurídica, brindando información precisa y suficiente.

0. Dirección Jurídica, para que realice un estudio sobre el recálculo de la jubilación aprobado en la sesión N° 81-18 del 14 de setiembre del 2018, artículo XV, considerando la información que suministrará Gestión Humana, de conformidad con el nuevo cuadro fáctico jurídico.

0. Dirección Jurídica, considere en futuros estudios de recálculo de jubilación, los dictámenes C-135-2014 y C-360-2014, cuyo escenario presenta una persona que había obtenido el beneficio de forma proporcional, por el cumplimiento de alguno de los requisitos (edad o tiempo de servicio). Además, verificar todos los actos administrativos declarativos de derecho e información pertinente, para los estudios que realiza.

2. Suspenda lo dispuesto en la sesión N°81-18 del 14 de setiembre del 2018, artículo XV, en cuanto al recálculo por parte de la Dirección de Gestión Humana, a la espera del nuevo criterio que brinde la Dirección Jurídica.”

1. Con ocasión al informe de advertencia supra citado, en sesión de Consejo Superior N° 93-18 celebrada el 25 de octubre de 2018, artículo XIII, se tomó el acuerdo que dice:

“Se acordó: 1) Tomar nota del oficio N° 1283-39-SAFJP-2018 de la Auditoría Judicial, sobre el informe de advertencia relativo al recálculo de jubilación. 2) Ordenar a la Dirección de Gestión Humana, que remita la información pertinente a la Dirección Jurídica, con la documentación soporte correspondiente, a efecto de subsanar y sustentar adecuadamente el caso bajo estudio. Indicarle a la Dirección de Gestión Humana que observe con el debido cuidado las futuras solicitudes de criterio solicitadas por la Dirección Jurídica, brindando información precisa y suficiente. 3) Ordenar a la Dirección Jurídica que realice un estudio sobre el recálculo de la jubilación aprobado en la sesión N° 81-18 del 14 de setiembre del 2018, artículo XV, de este Consejo, considerando la información que suministrará Gestión Humana, de conformidad con el nuevo cuadro fáctico jurídico. 4) Solicitarle a la Dirección Jurídica, que en futuros estudios de recálculo de jubilación considere, los dictámenes C-135-2014 y C-360-2014, cuyo escenario presenta una persona que había obtenido el beneficio de forma proporcional, por el cumplimiento de alguno de los requisitos (edad o tiempo de servicio). Además, que verifique todos los actos administrativos declarativos de derecho e información pertinente, para los estudios que realiza. 5) Suspender lo dispuesto en la sesión N° 81-18 del 14 de setiembre del 2018, artículo XV, de este Consejo en cuanto al recálculo por parte de la Dirección de Gestión Humana, a la espera del nuevo criterio que brinde la Dirección Jurídica.”

1. El máster Rodrigo Alberto Campos Hidalgo, Director Jurídico interino, en criterio N° DJ-C-530-2019, de fecha 13 de noviembre del 2019, se refirió a la interpretación de los dictámenes C-135-2014 y C-360-2014 de la Procuraduría General de la República y a la situación del análisis base de la jubilación recalculada en la sesión N. 81-18 de 14 de setiembre de 2018, artículo XV, en los siguientes términos:

“I.- Esta unidad asesora respetuosamente discrepa de la interpretación dada por la Auditoría Judicial en el oficio N° 1283-39-SAFJP-2018 respecto del contenido de los dictámenes C-135-2014 y C-360-2014 de la Procuraduría General de la República. No obstante, si el Consejo así estima mantener la interpretación particular de ambos dictámenes, en futuros informes serán de aplicación, no sin antes advertir que esta unidad asesora discrepa de la interpretación realizada y que se estima que la misma podría tener vicios de confrontación con el derecho de la Constitución y la norma de la Ley Orgánica del Poder Judicial aplicable.

II.- El acto de la sesión N. 81-18 de 14 de setiembre de 2018, artículo XV, es un acto creador de derechos subjetivos por lo que necesariamente deberá ser anulado por vicios en su motivo, mediante los mecanismos previstos por la Ley General de la Administración Pública para tal fin. (El subrayado en negrita se adiciona).

III.- Se torna innecesario proceder a realizar una valoración respecto de la procedencia o no de recálculo de la jubilación indicada, toda vez que nuestra recomendación se orienta en el sentido de la necesaria anulación del respectivo acto administrativo de la sesión N. 81-18 de 14 de setiembre de 2018, artículo XV.” (El subrayado en negrita se adiciona).

El anterior criterio jurídico, fue conocido por el Consejo Superior en la sesión N° 109 – 2019, del 17 de diciembre de 2019, artículo VII, el cual fue analizado por las personas integrantes en el pleno de la sesión, sobre esto, es de suma importancia recalcar las deliberaciones emitidas por el órgano colegiado, que literalmente indicaron:

“Seguidamente toma la palabra el integrante Carlos Montero Zúñiga quien indicó:

“Doña Patricia y compañeros, yo no sé si ustedes lo entendieron igual, yo aquí marqué unos párrafos que me llamaron la atención, la Auditoria no había advertido del caso de don Armando, pero por una información que nos dio Gestión Humana, nosotros consideramos que él se había jubilado por cumplimiento de requisitos, pero la auditoria dice que don Armando fue jubilado por incapacidad absoluta y permanente, ahora viene la Dirección Jurídica después de analizar la situación de don Armando, y nos dice: “Esta unidad asesora respetuosamente discrepa de la interpretación dada por la Auditoría Judicial en el oficio tal respecto del contenido de los dictámenes de la Procuraduría General de la República. No obstante, si el Consejo así estima mantener la interpretación particular de ambos dictámenes, en futuros informes serán de aplicación, no sin antes advertir que esta unidad asesora discrepa de la interpretación realizada y que se estima que la misma podría tener vicios de confrontación con el derecho de la Constitución y la norma de la Ley Orgánica del Poder Judicial aplicable.

En el punto 2 nos dice; “El acto de la sesión N. 81-18 de 14 de setiembre de 2018, artículo XV, es un acto creador de derechos subjetivos por lo que necesariamente deberá ser anulado por vicios en su motivo, mediante los mecanismos previstos por la Ley General de la Administración Pública para tal fin.

En el punto 3 nos dice: “Se torna innecesario proceder a realizar una valoración respecto de la procedencia o no de recálculo de la jubilación indicada, toda vez que nuestra recomendación se orienta en el sentido de la necesaria anulación del respectivo acto administrativo de la sesión N. 81-18.

Que es lo que pasa con esto; que como don Armando no se jubiló por cumplimiento de requisitos no le corresponde formalmente el recalculo de la jubilación, porque él se jubiló por incapacidad absoluta y permanente; verdad, en el informe que nos rindió la Dirección de Gestión Humana indujo a error al Consejo, en esa sesión 81-18 del año pasado, y nosotros consideramos y tomamos nota que se había jubilado por requisitos cuando en realidad fue por incapacidad absoluta y permanente, que no le corresponde el recalculo. Don Rodrigo lo que nos recomienda aquí es que hay que anular, e iniciar el trámite de nulidad del acuerdo 81-18 artículo XV.

Entonces a mí me parece, que la propuesta de acuerdo que viene aquí, redactada no es correcta, por lo que personalmente creo dejar el punto uno está bien tener por rendido, pero quitar el punto 2 y el tres y más bien, iniciar el proceso para anular el acuerdo 81-18 en el artículo XV, en vista de que ese acuerdo lo hicimos tomando como información o como referencia que don armando se había jubilado por cumplimiento de la edad que era 60 años, cuando en realidad él se jubiló por incapacidad absoluta y permanente, eso cambia radicalmente las condiciones jubilatorias de don Armando, en cuanto a la asignación del monto, en cuanto a sus posibilidades de volver a trabajar. -que tengo entendido está trabajando otra vez- y además este, un eventual recalculo, porque hasta donde recuerdo y si estoy hablando de la misma persona, don Armando es el juez que esta nombrado en el Tribunal de Golfito y que se le vence el nombramiento o que se le vencía el 30 de noviembre, entonces esos nuevos nombramientos le permitían a una persona que se jubiló por cumplimiento de requisitos pedir un recalculo, en el caso de don Armando pareciera que no aplica, entonces lo que habrá que hacer es revisar y corregir el acuerdo de esa sesión que nos hace referencia la Dirección Jurídica.

Interviene la integrante Castillo Vargas: Al respecto yo coincido con don Carlos creo que lo que corresponde en este momento es acatar la recomendación de la dirección Jurídica, y no darle más largas al asunto si no que iniciar el proceso que tiene que conocer Corte Plena para la nulidad absoluta y manifiesta de este acuerdo, debido a que ya creó derechos subjetivos, y no podríamos tomarlo de mutuo propio, entonces más bien yo sugeriría que en la misma línea que se modifiquen los puntos dos y tres y que se instruya a la Dirección Jurídica para que inicie el procedimiento de nulidad absoluta evidente y manifiesta de este acuerdo que el Consejo por las razones que ya indicó Carlos Montero.

Interviene la Magistrada Patricia Solano, vicepresidenta de la Corte Suprema de justicia indicando: Yo estoy de acuerdo; incluso don Armando ha estado participando en concursos para que le den propiedad; lo que conocemos es que él tiene problemas en la voz, entonces él tiene problemas para ejercer el cargo, conversábamos al inicio de la audiencia, o antes de que iniciara la audiencia del día de hoy, precisamente de la herramienta de la oralidad y sus virtudes y que la institución ha apostado porque los procesos sean orales, de manera que es necesario que se tenga esa destreza para poder ejercer ciertos cargos, y hasta donde recuerdo creo que eso fue uno de los motivos por los cuales a él se le había jubilado, en esto creo que nosotros debemos de copiar este acuerdo al Centro de Gestión y Apoyo de la Administración de Justicia, porque siento que muchos de los problemas que enfrenta desde el Consejo Superior es precisamente los nombramientos que se hacen desde el Centro de Apoyo; de manera que ellos deben de tomar nota de este tipo de situaciones que se nos presentan, a efectos de que tomen las previsiones, en cuanto a los nombramientos en forma interina de los jueces y juezas de la República. Pero sí, en los términos haríamos la solicitud para variar el acuerdo.

Toma la palabra el licenciado Carlos Mora Rodríguez, subsecretario general de la Corte indicando lo siguiente: Buenos días, gracias, estimo que el acuerdo debe ir dirigido a Corte, si lo que van a solicitar es que se inicie el procedimiento de nulidad absoluta evidente y manifiesta, para que la Corte como jerarca máximo sea el que ordene el inicio del procedimiento y proceda a nombrar el órgano director, que generalmente recae en uno de los abogados del área de Asuntos Jurisdiccionales de la Dirección Jurídica.

Puede quedar claro el acuerdo, como el acuerdo no queda firme, en cuanto a la redacción sería en los términos que señaló el integrante Montero, en cuanto a que. lo que se remite por parte de la Dirección de Gestión Humana, los motivos por los cuales en su oportunidad se había acogido a la jubilación don Armando Fuentes, era diferente a la que en efecto se había llevado a cabo, y que ese presupuesto hace variar las consecuencias, ante la posibilidad de recalculo de la jubilación. 

A raíz de la deliberación anterior, el Consejo Superior en ese acto, tuvo por rendido el informe DJ-C-530-2019 presentado por la Dirección Jurídica, fechado 13 de noviembre del 2019 y acató la recomendación de la Dirección Jurídica, por consiguiente, remitió el acuerdo a la Corte Plena a fin de que ordenara el inicio al procedimiento de nulidad absoluta, evidente y manifiesta, del acuerdo número XV de la sesión N° 81-18 de 14 de setiembre de 2018.

1. El citado acuerdo fue comunicado a la Corte Plena, órgano que en sesión N° 2-2020 del 13 de enero del 2020, artículo XXX, conoció el acuerdo del Consejo Superior N° 109-2019 del 17 de diciembre de 2019, artículo VII, que, en lo conducente, dispuso:

[bookmark: _Hlk531959968][bookmark: _Hlk30694380]“Se acordó: 1.) Tener por conocido el acuerdo adoptado por el Consejo Superior. 2.) De conformidad con lo dispuesto en el inciso 3 del ordinal 173 y lo regulado en los artículos 308 y siguientes de la Ley General de Administración Pública, ordenar el inicio de un procedimiento administrativo para determinar la nulidad absoluta, evidente y manifiesta del acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión Nº 81-18 de 14 de setiembre de 2018, artículo XV. A esos efectos se designa a la Licenciada Ginneth Durán Corrales, Asesora Jurídica 1 de la Dirección Jurídica, como Órgano Director, para instruir el procedimiento indicado.” 

1. En sesión de Consejo Superior N° 2-2020 celebrada el 3 de febrero del 2020, artículo VIII, se determinó lo que literalmente dice:

“Se acordó: 1.) De conformidad con el criterio jurídico N° DJ-C-530-2019, emitido por el máster Rodrigo Campos Hidalgo, Director Jurídico, conocido por el Consejo Superior en la sesión N° 109-2019 del 17 de diciembre de 2019, artículo VII, se rechaza lo solicitado por el licenciado Armando Fuentes Quesada, por cuanto no procede el recálculo de su jubilación. 2.) Estar a la espera de lo que resuelva la Corte Plena de conformidad con lo acordado en la sesión N° 2-2020 del 13 de enero del 2020, artículo XXX, en donde designó a la licenciada Ginnet Durán Corrales, Asesora Jurídica 1 de la Dirección Jurídica, como órgano instructor en el procedimiento de nulidad absoluta, evidente y manifiesta, del acuerdo número XV de la sesión N° 81-18 de 14 de setiembre de 2018 del Consejo Superior. 3.) Informarle al licenciado Armando Fuentes Quesada, que, en caso de que solicite reactivar su derecho de jubilación, se le otorgará el monto que le correspondía antes de incorporarse nuevamente como servidor activo. 4.) Hacer este acuerdo de conocimiento del licenciado Fuentes Quesada.”

1. En sesión de la Corte Plena N° 19-2022 celebrada el 25 de abril del 2022, se conoció la resolución emitida por parte de la Procuraduría General de la Republica, en la cual se analizó la inexistencia de una nulidad absoluta, evidente y manifiesta del acuerdo número XV de la sesión N° 81-18 de 14 de setiembre de 2018 del Consejo Superior, procediendo la Procuraduría General de República a indicar lo siguiente:

“Como quedó de manifiesto en el apartado anterior, para que la Administración pueda, por si misma, declarar la nulidad de un acto suyo que confirió derechos a un administrado, es necesario que ese acto presente vicios que sean en extremo graves y, además, que sean evidentes y manifiestos. No es suficiente con que el defecto detectado genera una nulidad absoluta, sino que esa nulidad tiene que ser notoria, clara y patente, de manera que sea perceptible incluso para una persona que carezca de conocimientos en Derecho.

Lo anterior, excluye la posibilidad de declarar administrativamente la nulidad de un acto favorable para el administrado cuando los yerros que presente ese acto, a pesar de generar una nulidad absoluta, hayan requerido alguna labor de interpretación jurídica para su constatación. Respecto a las características que debe presentar una nulidad para que sea catalogada como absoluta, evidente y manifiesta, esta Procuraduría, desde hace muchos años, ha señalado lo siguiente:

“En forma con el espíritu del legislador y con el significado de los adjetivos “evidente” y “manifiesta”; debe entenderse que la nulidad absoluta evidente y manifiesta es aquella muy notoria, obvia, la que aparece de manera clara, sin que exija un proceso dialéctico su comprobación por saltar a primera vista,

La última categoría es la nulidad de fácil adaptación y para hacer la diferencia con las restantes tenemos que decir, que no puede hablarse de nulidad absoluta evidente y manifiesta cuando se halla muy lejos de saltar a la vista de comprobación, comprobación cuya evidencia y facilidad constituyen el supuesto sustancial e indeclinable que sirve de soporte fundamental a lo que, dentro de nuestro derecho, podemos denominar la máxima categoría anulatoria de los ac-tos administrativos… (Dictamen C-140-87 del 14 de julio de 1987).

Por su parte, la Sala Constitucional ha indicado que está viciado con una nulidad absoluta, evidente y manifiesta “… lo que resulta patente, notorio, ostensible, papable, claro, cierto y que no ofrece ningún margen de duda o que no requiere de un proceso o esfuerzo dialéctico o lógico de verificación para descubrirlo, precisamente, por su índole grosera y grave. (Sentencia N° 1004-2004 de las 14;41 horas del 4 de febrero del 2004)”.

El asunto que nos ocupa, se solicita a esta Procuraduría acreditar que el vicio en el motivo del acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial en la sesión 81-18 Artículo XV del 14 de setiembre de 2018, mediante el cual se ordenó el recálculo del monto de pensión del señor Armando Fuentes Quesada, nos conduce a la nulidad absoluta, evidente y manifiesta. Acto administrativo, que fue dictado sin un motivo válido o inexistente, pues se basó en el oficio 1964-AP-2018 del 3 de mayo de 201, emitiendo por parte de la Dirección de Gestión Humana, que indujo a error al cotado Órgano Colegiado al contener información imprecisa e insuficiente para resolver el recurso de reconsideración planteado por don Armando.

Para una mejor compresión del tema, interesa en primer lugar indicar que lo sucedido en el presente asunto no se trata de una simple consignación de información imprecisa e insuficiente en el oficio de referencia que tuvo como con-secuencia la emisión del acuerdo tomado en la sesión 81-18 Articulo XV del 14 de setiembre de 2018, que afectó el motivo del acto. Por el contrario, de una revisión del cuadro fáctico que nos ocupa y la normativa aplicable, se evidencia que el vicio que se acusa no resulta claro, palmario, notorio ostensible, si se toma en cuenta no solo lo dispuesto en la Ley Orgánica del Poder Judicial en su título IX referente al régimen de jubilaciones y pensiones del Poder Judicial (título que fue recientemente reformado por la ley N° 9544 del 24 de abril de 2018) si no también, la situación fáctica del señor Armando Fuentes Quesada, quien según consta en la certificación emitida por el señor Carlos Antonio Lizano Alfa-ro, en su condición de Jefe Administrativo 4 a.i., Subproceso Administrativo de Personal de la Dirección de Gestión Humana del Poder Judicial, Oficio N° : PJ-DGH-AP-186-2021, de fecha 14 de enero del 2021, referencia SICE: 5712021 (FOLIOS 60-61 Y 79-80 EXP-ADM.) Ingresó a laborar en el Poder Judicial el 01 de julio de 1975; fue separado por Incapacidad Absoluta y Permanente a partir del 28 de noviembre de 2002, con un tiempo servido de 18 años, 9 meses y 25 días. Reingresó a ese poder el 11 de junio de 2007 y posteriormente, reactivó la jubilación a partir del 22 de diciembre de 2017, entre este rango laboró por espacio de 9 años, 1 mes y 9 días. 

Asimismo, se tiene que desde el 25 de febrero de 2020 hasta la fecha de emisión de la citada certificación ha realizado nombramientos interinos, contabilizando 1 año, 7 meses y 13 días. Para un tiempo servido total de 29 años, 6 meses y 9 días.

Advierte la certificación de referencia que el tiempo servido en el Poder Judicial ha sido de forma discontinua y que el nombramiento interino que en ese momento tenía el señor Fuentes Quesada era en el puesto vacante, número 365689, de Juez 4, en el Tribunal del II Circuito Judicial de Guanacaste.

Inclusive, según su propio dicho que se consignó en el acta de la compa-recencia oral y privada, celebrada a las 10:15 horas del 25 de febrero del 2021 (folio 76 exp. Adm.) para esa fecha se encontraba nombrado como juez penal de Nicoya, hasta el 8 de marzo del 2021. Situación que a la fecha no consta en el expediente administrativo que haya variado.

Aunado a todo lo anterior, es menester precisar que en la Sesión del Consejo de la Judicatura 47-2012 del 11 de diciembre de 2012, Articulo XII se conoció sobre el proceso de elegibilidad del señor Armando Fuentes Quesada, 2012, para el cargo de juez 4 penal, en el cual resultó elegible el señor Fuentes con un promedio de 80.8500.

Ante esta situación, se acordó en la Sesión CJ-29-20012, Articulo IV, del 7 de agosto de 2012 del Consejo de la judicatura, solicitar al Consejo Médico Forense la valoración del señor Fuentes Quesada, a fin de que dictaminara si cesó su condición de incapacidad absoluta y permanente para ocupar un cargo de Juez de la República, siendo que, mediante el Dictamen Médico Legal CON-2012-3255, de la Sección C del Departamento de MEDICINA LE-GALM SE CONCLUYÓ QUE “AL MOMENTO DE LA PRESENTE VALORACIÓN SE ENCUENTRA COMPENSADO MENTALMENTE, ENCONTRÁNDOSE EN CONDICIONES DE LABORAR DENTRO DE SU PUESTO COMO JUEZ 4 PENAL”. 

En concordancia con los resultados de la valoración médica efectuada al señor Fuentes Quesada, se procedió a reincorporarlo en el escalafón de elegibles e incluirlo en las ternas según su promedio de elegibilidad se lo permitía, no sin antes advertir que según lo establecido en el artículo 234 de la Ley Orgánica del Poder Judicial vigente en ese momento, en caso de que resultara nombrado se le suspendería el beneficio de la jubilación. (Folios 111-113 exp. Adm.)

Partiendo de lo anterior, esta Procuraduría que, si bien el acto administrativo que se cuestiona podría ser nulo, esa nulidad no es evidente y manifiesta, porque el vicio no es claro y palmario, como lo exige el artículo 173 de la Ley General de la Administración Pública. El hecho mismo de que la Auditoría Judicial haya tenido que realizar un informe de advertencia relativo al recalculo de la jubilación del señor Fuentes Quesada, mediante el oficio N° 1283-39-SAFJP-2018, que comunicó al Consejo Superior, descarta que nos encontremos frente a una nulidad que pueda ser catalogada como evidente y manifiesta.

En ese sentido, nótese que el vico que se le atribuye al acuerdo de la sesión N° 81-2018 del 14 de setiembre del 2018, articulo XV, adoptada por el Consejo Superior del Poder Judicial, no salta a la vista al conformar el acto que se pretende anular con lo dispuesto en la normativa aplicada al caso del señor Fuentes, sino que para constatar su existencia es necesario realizar una labor interpretativa que resulta incompatible con el tipo de nulidad al que se refiere el artículo 173 de la Ley General de la Administración Pública.

Cabe mencionar que cuando se ha constatado la necesidad de realizar un esfuerzo interpretativo para afirmar la existencia de algún vicio en un acto declaratorio de derechos que se pretende anular en la vía administrativa, esta Procuraduría ha descartado la existencia de una nulidad absoluta, evidente y manifiesta (ver a modo de ejemplo nuestro dictamen C-140-2010 del 15 de julio de 2010, entre otros)

Partiendo de todo lo anteriormente expuesto, consideramos que el acto que se pretende anular NO PRESENTA una nulidad susceptible de ser catalogada como absoluta, evidente y manifiesta, lo que nos impide emitir el dictamen favorable al que se refiere el artículo 173.1 de la Ley General de la Administración Pública.

IV.- CONCLUSIONES

Con fundamento en el análisis efectuado, esta Procuraduría se abstiene de rendir el dictamen favorable requerido para la anulación, en vía administrativa, del acuerdo adoptado por el Consejo Superior del Poder Judicial en sesión N° 81-2018 del 14 de setiembre de 2018, articulo XV, por estimar que ese acto no presenta una nulidad susceptible de ser catalogada como absoluta, evidente y manifiesta.”

1. El licenciado Armando Fuentes Quesada, Jubilado Judicial, en razón de lo dispuesto en el acuerdo tomado por Corte Plena N° 19-2022 en fecha 25 de abril del 2022, mediante nota del 24 de mayo de 2022, nuevamente solicitó proceder a hacer el recálculo de su jubilación tomando en cuenta los últimos salarios devengados como funcionario judicial a partir de su reingreso al Poder Judicial.

1. Esta asesoría legal, no tiene registro de que se haya iniciado un proceso contencioso administrativo de lesividad, en consecuencia, se arriba a la conclusión de que el acuerdo número XV tomado en la sesión N° 81-18 de 14 de setiembre de 2018 por parte del Consejo Superior, al no haberse declarado nulo, todavía se encuentra generando efectos a favor del señor Fuentes Quesada.

II.-SOBRE EL FONDO:

De conformidad con el acuerdo tomado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en la sesión N° 23-2022 celebrada el 07 de junio de 2022, artículo XIV, en la cual se conoció la gestión presentada por el jubilado judicial Armando Fuentes Quesada, en relación con la solicitud de recálculo del beneficio de jubilación, para lo cual se solicitó criterio a este asesor jurídico, se procede a manifestar lo siguiente:

El punto medular de la solicitud planteada por el señor Armando Fuentes Quesada, radica en el requerimiento de reajuste de su jubilación, incoado ante el Consejo Superior, debido a que como bien ha quedado acreditado, el señor Fuentes Quesada fue separado por Incapacidad Absoluta y Permanente a partir del 28 de noviembre de 2002, con un tiempo servido de 18 años, 9 meses y 25 días, siendo que transcurridos alrededor de cinco años, reingresó a ese poder el 11 de junio de 2007, realizando nombramientos -no consecutivos- como juez 4, a lo largo de los años 2007 al 2017, reactivó su jubilación a partir del 22 de diciembre de 2017, periodo en que laboró por espacio de 9 años, 1 mes y 9 días, procediendo a solicitar el recálculo de su jubilación en razón del tiempo servido. Asimismo, se tiene conocimiento de que el jubilado judicial, ejerció como juez 4 en posteriores nombramientos dentro del Poder Judicial hasta el 30 de setiembre del año 2021, siendo esa la última fecha registrada como servidor activo. 

A raíz de la solicitud de recálculo efectuada, el Consejo Superior en sesión N° 81-2018, de fecha 14 de setiembre de 2018, y luego de analizar el informe Nº DJ-AJ-2956-2018 presentado por la Dirección Jurídica, en el cual fue analizada la situación del jubilado judicial y con base en él, acordó acoger la petición de éste, en cuanto al recálculo de su jubilación, considerando procedente que los últimos salarios percibidos y cotizados durante su reingreso al Poder Judicial, sirvan para recalcular el monto de pensión que le era asignable. No obstante, se torna imperioso indicar que en el informe Nº DJ-AJ-2956-2018, por razones que al día de hoy se desconocen, se realizó un análisis de la condición del licenciado Armando Fuentes, amparado en un cuadro fáctico incorrecto, toda vez que se partió del hecho de que la jubilación de éste, se dio por haber cumplido con el requisito de la edad (60 años) el 28 de febrero de 2002, cuando lo cierto fue que la jubilación se da en razón de la Incapacidad Absoluta y Permanente a partir del 28 de noviembre de 2002. Haciendo incurrir en error al Consejo Superior, quienes en el entendido de que la jubilación de Fuentes Quesada fue por el cumplimiento de requisitos, acogieron la solicitud del recálculo, sin percatarse en aquel momento que eran otros los motivos que llevaron a la jubilación al exfuncionario judicial. Sin embargo, ante la posible nulidad del acuerdo XV tomado en sesión N°81-2018, de fecha 14 de setiembre de 2018, advertida por el Departamento de Auditoria Judicial, en razón de la información incorrecta incorporada por la Dirección Jurídica en el informe Nº DJ-AJ-2956-2018, el Consejo Superior en sesión N° 109-2019 del 17 de diciembre de 2019, artículo VII, solicitó a Corte Plena ordenar el inicio del procedimiento de nulidad absoluta, evidente y manifiesta del citado acuerdo. Además, en sesión N° 2-2020 celebrada el 3 de febrero del 2020, artículo VIII, se dispuso rechazar la solicitud de recálculo de jubilación realizada por el licenciado Armando Fuentes Quesada, por considerarla improcedente y que se estaría a la espera de lo que resolvería la Corte Plena en relación con el procedimiento de nulidad absoluta, evidente y manifiesta, del acuerdo número XV de la sesión N° 81-18 de 14 de setiembre de 2018 del Consejo Superior. 

El asunto fue enviado a la Procuraduría General de la Republica para que emitiera el dictamen a que se refiere el artículo 173 de la Ley General de la Administración Pública, siendo que dicha autoridad se abstuvo de rendir el dictamen favorable requerido para la anulación -en vía administrativa- del acuerdo adoptado por el Consejo Superior del Poder Judicial en sesión N° 81-2018 del 14 de setiembre de 2018, articulo XV, por estimar que ese acto no presentaba una nulidad susceptible de ser catalogada como absoluta, evidente y manifiesta, en virtud de lo anterior, Corte Plena en sesión N° 19-2022, celebrada el 25 de abril del 2022, artículo XXIII, conoció sobre ese trámite, registro que se puede verificar en la plataforma NEXUS-PJ, indicando lo siguiente: “Este artículo es referente a trámite de anulación vía administrativa del acuerdo adoptado por el Consejo Superior en sesión N° 81-2018 del 14 de setiembre de 2018, artículo XV. La transcripción literal de lo resuelto queda constando en el citado expediente”. Sobre esto, se consultó a la Secretaría General de la Corte referente al contenido del documento, sin embargo, la servidora Melanie Zamora Arce, Coordinadora de la Unidad de Archivo de esa Secretaría, informó lo siguiente: “…no es posible dar el acuerdo porque es parte de un procedimiento administrativo en trámite”. Debido a esto, esta asesoría jurídica no tiene conocimiento sobre el estado actual del proceso de nulidad del acuerdo adoptado por el Consejo Superior en la sesión N° 81-2018 del 14 de setiembre de 2018, articulo XV, por lo que tomar una decisión sobre el fondo de la gestión, no sería recomendable en este momento.

III.- CONCLUSIONES:

1. El jubilado judicial Armando Fuentes Quesada, luego de haberse reincorporado al Poder Judicial en el año 2007, se desempeñó como juez 4 por un periodo de 9 años, 1 mes y 9 días, reactivando su beneficio de jubilación el día 22 de diciembre de 2017 y procediendo a solicitar un recálculo del mismo. 

1. La solicitud de recálculo presentada por el señor Fuentes Quesada, fue acogida por el Consejo Superior mediante acuerdo N° 81-18 de fecha 14 de Setiembre del 2018.

1. Ante informe de advertencia N° 1283-39-SAFJP-2018, rendido por la Auditoría Judicial en fecha 17 de octubre del 2018, se hizo de conocimiento del Consejo Superior que el acuerdo tomado en la sesión N° 81-18 del 14 de setiembre del 2018, artículo XV, se basó en cuadro fáctico jurídico erróneo, por lo cual era recomendable suspender lo dispuesto en dicho acuerdo, en cuanto al recálculo por parte de la Dirección de Gestión Humana, a la espera del nuevo criterio que brindara la Dirección Jurídica.

1. El Consejo Superior en sesión Nº 109 – 2019, del 17 de diciembre de 2019, artículo VII, convino dar parte a la Corte Plena a fin de que se ordenara el inicio al procedimiento de nulidad absoluta, evidente y manifiesta, del acuerdo número XV de la sesión N° 81-18 de 14 de setiembre de 2018. 

1. Sin embargo, la Procuraduría General de la Republica, se abstuvo de rendir el dictamen favorable requerido para la anulación, en vía administrativa, del referido acuerdo, por estimar que ese acto no presentaba una nulidad susceptible de ser catalogada como absoluta, evidente y manifiesta, en virtud de lo anterior, Corte Plena en sesión N° 19-2022, celebrada el 25 de abril del 2022, artículo XXIII, conoció sobre ese trámite, registro que se puede verificar en la plataforma NEXUS-PJ, indicando lo siguiente: “Este artículo es referente a trámite de anulación vía administrativa del acuerdo adoptado por el Consejo Superior en sesión N° 81-2018 del 14 de setiembre de 2018, artículo XV. La transcripción literal de lo resuelto queda constando en el citado expediente”. Sobre esto, se consultó a la Secretaría General de la Corte referente al contenido del documento, sin embargo, la servidora Melanie Zamora Arce, Coordinadora de la Unidad de Archivo de esa Secretaría, informó que no es posible brindar el acuerdo con su contenido porque es parte de un procedimiento administrativo en trámite”.

1. Esta asesoría jurídica no tiene conocimiento del estado del proceso de nulidad del acuerdo adoptado por el Consejo Superior en sesión N° 81-2018, de fecha 14 de setiembre de 2018, artículo XV, ya sea en sede administrativa, o en su defecto mediante el proceso contencioso administrativo de lesividad, por esto, no es dable resolver el fondo de la petición presentada por el señor Armando Fuentes Quesada, debido a que su solicitud se sustenta en un acuerdo que actualmente está siendo sometido a un proceso de nulidad.

IV.- RECOMENDACIONES:

1. Debido a que la solicitud presentada por el señor Armando Fuentes Quesada, sobre el recálculo de su beneficio de jubilación se sustenta en el acuerdo del Consejo Superior en la sesión N° 81-18 celebrada el 14 de setiembre de 2018, artículo XV, acuerdo que se encuentra en proceso de nulidad, en razón de que fue adoptado con elementos erróneos, - situación expuesta en el antecedente del acuerdo del Consejo Superior en la sesión N° 109 – 2019, del 17 de diciembre de 2019, artículo VII -, se recomienda a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, consultar el estado en que se encuentra el proceso de nulidad, específicamente si se gestionará la anulación en vía administrativa, o en su defecto, el vía Contenciosa Administrativa mediante el proceso de lesividad, considerando que el señor Fuentes Quesada, plantea su solicitud con fundamento en ese acuerdo.

1. Comunicarle al señor Armando Fuente Quesada, que su solicitud se fundamenta en un acuerdo adoptado por el Consejo Superior, en sesión N° 81-18 celebrada el 14 de setiembre de 2018, artículo XV, acuerdo que actualmente está incorporado en un expediente administrativo en la Corte Plena para analizar la nulidad del mismo. Si bien es cierto, en vía administrativa la Procuraduría General de la República dictaminó que ese acto no presentaba una nulidad susceptible de ser catalogada como absoluta, evidente y manifiesta, lo cierto del caso es que la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en este momento no tiene certeza si el acuerdo de análisis, será objeto de estudio en la vía Contenciosa Administrativa, o en su defecto, procederán a implementar otra vía para ello, por lo que se estará a la espera del resultado de las actuaciones administrativas para proceder con lo que a derecho corresponda.

De esta forma se deja rendido en informe solicitado por la estimable Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en la sesión N° 23-2022 celebrada el 07 de junio de 2022, artículo XIV, para lo que a bien estimen disponer.”

- 0 -

Manifestaciones de los integrantes:

El máster Rodrigo Arroyo Guzmán considera que, lo externado por los asesores jurídicos de la JUNAFO, conforma un criterio fundamentado y apropiado en dimensión, conclusión y recomendación que se brinda, y está de acuerdo en recibirlo, aprobarlo e instruir a la Secretaría de la JUNAFO, para que se proceda con la parte recomendada, en cuanto a solicitar el estado en que se encuentra la posible declaratoria y la vía a utilizar.

El doctor Juan Carlos Segura Solís, expresa que si bien es cierto, el error no crea derecho, pero que en este caso hay un error por parte de la Corte, el haberle dado nuevos nombramientos estando con una imposibilidad, en un acto administrativo donde se le dijo que no podía trabajar, declarándolo con una incapacidad absoluta y permanente para trabajar en el Poder Judicial.

Agrega que en este momento no pueden conocer esa solicitud, porque el asunto se encuentra en proceso de que la Corte determine si se enviara a vía judicial, porque la Procuraduría dijo que el error no es tan grosero, por lo tanto, no hay nulidad evidente y manifiesta, que puede ser que exista otro tipo de nulidad, pero no evidente y manifiesta para declararlo en vía administrativa de acuerdo con el artículo 173 de la Ley General de la Administración Pública.

Por lo que considera que, se debe indicar en el acuerdo que esta Junta no puede conocer hasta tanto la Corte no determine si lo va a enviar al proceso de lesividad en la vía judicial, y que se debe hacer de conocimiento de la Corte, pues esta Junta no es competente para conocer este recurso. 

Además, menciona que se debe hacer un recuento, indicando que si bien el Consejo Superior otorgó el derecho y se dio cuenta que existía un error, inició el procedimiento de lesividad en vía administrativa, de conformidad con el artículo 173 de la Ley General de la Administración Pública, pero que la Procuraduría le indicó que no existe la nulidad evidente y manifiesta, y que por lo tanto, no concluyó el procedimiento señalando que lo iba a enviar o no a la vía judicial, por lo que esta Junta tiene que indicar si se va a continuar con ese proceso o no.

Se acordó: Analizados los argumentos expuestos por la asesoría legal de esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se acuerda lo siguiente: Acoger en todos sus extremos el oficio N° 0030-AJ/DJA-2022 del 10 de octubre de 2022, suscrito por los licenciados Eduardo Chacón Monge y Diego Mora Araya, ambos Asesores Jurídicos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, en consecuencia: 1.) Tomando en consideración que la solicitud de recálculo de jubilación presentada por el licenciado Armando Fuentes Quesada, se sustenta en el acuerdo adoptado por el Consejo Superior en sesión N° 81-18 del 14 de setiembre del 2018, artículo XV, en donde dispusieron darle trámite a la solicitud del gestionante, mismo acuerdo que, posteriormente el Consejo Superior en sesión Nº 109-2019, del 17 de diciembre de 2019, artículo VII, convino dar parte a la Corte Plena a fin de que se ordenara el inicio de un procedimiento de nulidad absoluta, evidente y manifiesta, debido a que basaron el trámite en elementos erróneos a raíz de un informe elaborado por la Dirección de Gestión Humana, es menester solicitar a la estimable Corte Plena informar a este órgano el estado en que se encuentra el citado proceso, el cual conocieron en sesión N° 19-2022, celebrada el 25 de abril del 2022, artículo XXIII, a fin de determinar si finalizarán el procedimiento de nulidad en vía administrativa, o en su defecto, si lo presentarán a vía de lesividad en el Tribunal Contencioso Administrativo, lo anterior, para resolver la gestión presentada por el licenciado Fuentes Quesada. 2.) Informarle al licenciado Fuentes Quesada, que esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, necesita estar al tanto del estado en que se encuentra el proceso de nulidad del citado acuerdo, de previo a tomar una decisión sobre el fondo de la solicitud, considerando que fue el Consejo Superior quien le autorizó el trámite, mismo órgano que detectó el error ampliamente desarrollado en el oficio N° 0030-AJ/DJA-2022 del 10 de octubre de 2022, por lo anterior, una vez se tenga conocimiento de las actuaciones de la estimable Corte Plena, se le dará el trámite que se estime pertinente a la solicitud presentada. 3.) Notificar el presente acuerdo al licenciado Fuentes Quesada. 4.) Hacer el presente acuerdo de la Corte Plena, del Consejo Superior y de la Dirección de esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

Se procede con la votación, y se aprueba por unanimidad.”

- 0 -

En sesión N° 89-2002 celebrada el 26 de noviembre del 2002, artículo XLIX, a tenor de lo que establece el artículo 228 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, dispuso separar al licenciado Armando Fuentes Quesada, Fiscal Auxiliar de Puntarenas, por incapacidad absoluta y permanente para laborar en el Poder Judicial, a partir del 28 de noviembre de 2002, con los derechos laborales que le correspondieran.

Luego, en sesión Nº 81-2018 celebrada el 14 de setiembre del 2018, artículo XV, se tuvo por rendido el informe Nº DJ-AJ-2956-2018 presentado por la Dirección Jurídica y con base en él, se acogió la petición presentada en su oportunidad por el licenciado Armando Fuentes Quesada, en cuanto al recálculo de su jubilación, toda vez que al no “ordinariarse” el beneficio jubilatorio, era procedente que los últimos salarios percibidos y cotizados durante su reingreso al Poder Judicial, sirvieran para recalcular el monto de pensión que le fue asignable. Asimismo, se indicó que la Dirección de Gestión Humana procedería a realizar el recalculo respectivo y lo haría de conocimiento de este Consejo para su respectiva aprobación. 

Posteriormente, en sesión Nº 109-2019 celebrada del 17 de diciembre de 2019, artículo VII, se tuvo por rendido el informe DJ-C-530-2019 presentado por la Dirección Jurídica, fechado 13 de noviembre del 2019. Asimismo, se acató la recomendación de la Dirección Jurídica, consecuencia de ello, se remitió dicho acuerdo a la Corte Plena a fin de que ordenara el inicio al procedimiento de nulidad absoluta, evidente y manifiesta, del acuerdo número XV de la sesión N° 81-18 de 14 de setiembre de 2018.

Finalmente, la Corte Plena en sesión N° 19-2022 celebrada el 25 de abril de 2022, artículo XXIII, tomó el acuerdo cuya parte dispositiva dice:

“Se acordó: 1.) Tener por conocido el oficio N° PGR-C-030-2022 del 17 de febrero de 2022, remitido por la licenciada Yansi Arias Valverde, Procuradora Adjunta de la Procuraduría General de la República, mediante el cual informa, por las razones expuestas en él, que ese órgano se abstiene de rendir el dictamen favorable requerido para la anulación, en vía administrativa, del acuerdo adoptado por el Consejo Superior en sesión N° 81-2018 del 14 de setiembre de 2018, artículo XV, por estimarse que ese acto no presenta una nulidad susceptible de ser catalogada como absoluta, evidente y manifiesta. 2.) Tener por hecha la exposición del máster Rodrigo Campos Hidalgo, Director Jurídicio, y solicitarle un criterio a la brevedad posible, sobre las acciones a seguir en razón del pronunciamiento de la Procuraduría General de la República antes citado.”

- 0 -

Se acordó: 1.) Tener por recibido el oficio N° 0656-JUNAFO-2022 del 25 de octubre de 2022, suscrito por la licenciada Angie Ampié Gutiérrez, Prosecretaria interina de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, mediante el cual remite el acuerdo tomado por la citada Junta, en sesión N° 40-2022 celebrada el 18 de octubre de 2022, artículo IX, y estar a la espera de lo que resuelva la Corte Plena una vez cuente con el criterio jurídico de la Dirección Jurídica, sobre las acciones a seguir en razón del pronunciamiento de la Procuraduría General de la República.””

- 0 -
Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Tomar nota de lo dispuesto por el Consejo Superior, en sesión N° 95-2022 del 03 de noviembre del 2022, artículo XXVIII, y estar a la espera de lo que resuelva la Corte Plena, una vez cuente con el criterio de la Dirección Jurídica del Poder Judicial, para poder dar el trámite que se estime pertinente a la solicitud presentada por el licenciado Armando Fuentes Quesada. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento del petente.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc120873396]ARTÍCULO X
Documento N° 1096-2022
El señor Jaime Hernández Garita, mediante nota del 21 de noviembre de 2022, solicitó lo siguiente:
“…Por el derecho que me asiste respetuosamente le solicito gestionar el traslado de las cuotas registradas en el Régimen de Pensiones del Poder Judicial al Régimen de Pensiones de la Caja Costarricense del Seguro Social.

Laboré para el Poder Judicial de febrero de año 1989 al mes de junio del año 1993. Adjunto copia de Certificación del Ministerio de Hacienda.

(…)

Anexos:

(Adjunto suprimido por contener información sensible de la persona gestionante)

…”

- 0 -
Informa el MPM. Oslean Mora Valdez, Director interino de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, que, revisando la documentación aportada por el señor Jaime Hernández Garita, se detectó que dentro de la administración ya se tramitó lo pertinente en cuanto a la solicitud de traslado de cuotas presentada por el gestionante, en ese sentido, se remitió al máster Ubaldo Enrique Carrillo Cubillo, Director de Administración de Pensiones de la Caja Costarricense de Seguro Social, el oficio 209-SAF/DJA-2022 del 19 de octubre de 2022, en donde se detallaron las diferencias percibidas entre el dato solicitado por la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS), según oficio GP-DAP-0926-2022 y el monto calculado mediante estudio actuarial por nuestro aparato administrativo, debido a esto, por parte de esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, ya se dieron por atendidas las gestiones relativas al tema, quien debe gestionar el siguiente paso es la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS).
Se adjunta documentación pertinente:
(Adjunto suprimido por contener información sensible de la persona gestionante)

Se acordó:	Conforme a la información anterior, se acuerda lo siguiente: 1.) Comunicar al señor Jaime Hernández Garita, que la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, tramitó lo pertinente al traslado de cuotas solicitado por su persona, remitiendo mediante oficio N° 209-SAF/DJA-2022 del 19 de octubre de 2022, la información requerida a la Caja Costarricense de Seguro Social, por lo que debe tramitar ante esa instancia la continuidad del proceso. 2.) La Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, tomará nota para los fines correspondientes. 3.) Hacer el presente acuerdo de conocimiento del máster Ubaldo Enrique Carrillo Cubillo, Director de Administración de Pensiones de la Caja Costarricense de Seguro Social, con la finalidad de que tome nota que el señor Hernández Garita, está consultado sobre el estado de su trámite de traslado de cuotas.
Se procede con la votación, y se aprueba por unanimidad.
[bookmark: _Toc120873398]ARTÍCULO XI
Documento N° 1097-2022
La señora Celia Alpízar Paniagua, Secretaria interina del Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero – CONASSIF, en oficio N° JD-6092/12 del 24 de noviembre del 2022, remitió:
“La Junta Directiva del Banco Central de Costa Rica, en el artículo 12 del acta de la sesión 6092-2022, celebrada el 16 de noviembre del 2022,

considerando que:

A.	La Ley Orgánica del Banco Central de Costa Rica, Ley 7558, establece, en su artículo 2, literal c), que uno de los objetivos del Banco Central es: “promover la eficiencia del sistema de pagos internos y externos y mantener su normal funcionamiento”, para lo cual, en el artículo 69 de la Ley, le otorgó a la Junta Directiva la potestad de organizar y reglamentar el funcionamiento del sistema, lo que realiza mediante el Reglamento del Sistema de Pagos.

B.	Con el objetivo de lograr una mayor inclusión financiera, competencia y eficiencia en la prestación de los servicios financieros y en línea con las tendencias internacionales de apertura de los sistemas de pago a nuevos participantes, desde mayo de 2018, se habilitó la posibilidad de ingreso a la plataforma del Sistema Nacional de Pagos Electrónicos (Sinpe) de empresas que realizan actividades de transferencias de fondos, remesas, pagos y cobros a comercios o cualquier otra actividad que requiera la movilización de fondos propios o de terceros y que fueron denominadas como “proveedores de servicios de pagos” en el artículo 2 del Reglamento del Sistema de Pagos. 

C.	En cumplimiento y observancia de las disposiciones vigentes sobre prevención de la legitimación de capitales y financiamiento al terrorismo emanadas de los órganos internacionales y autoridades competentes, así como de las buenas prácticas en materia de protección de datos, se consideró necesario continuar con el fortalecimiento de los controles en estas materias. Por esta razón, en agosto de 2021 se modificó el artículo 6 del Reglamento del Sistema de Pagos y se estableció que los “proveedores de servicios de pago” deberían disponer de adecuados marcos de gobierno corporativo para gestionar los riesgos asociados a la prevención de la legitimación de capitales y contar con plataformas robustas para salvaguardar la información de los usuarios de los servicios financieros que utilizan los servicios de pago de esos sujetos obligados. 

D.	El BCCR, por medio del artículo 6 del Reglamento del Sistema de Pagos, confió a la Superintendencia General de Entidades Financieras (Sugef) la verificación del cumplimiento de estas nuevas disposiciones, para lo cual, mediante la Resolución SGF-0479-2022 del 10 de marzo de 2022, esa superintendencia le comunicó a los “Proveedores de Servicios de Pago” los requisitos que deberían de cumplir, concediéndoles un plazo de 8 meses para su atención. 

E.	Sobre la relevancia de empresas como los “proveedores de servicios de pago”, en el informe económico de la OCDE titulado Estudios Económicos de la OCDE: Costa Rica. Julio 2020, se destacó que la inclusión, “de las nuevas empresas fintech permitiría incrementar los resultados de inclusión financiera en Costa Rica…”; además, de que, “…la penetración de las empresas fintech también puede aumentar la competencia en el sistema financiero…” y que, “… una mejor competencia en los mercados financieros reduciría los márgenes de intermediación y los costos de transacción, lo que resultaría en un mayor bienestar de los consumidores.” 

F.	La Ley 7786, en sus artículos 15 y 15 bis, dispone que empresas como los “Proveedores de Servicios de Pago” deberán someterse a la supervisión de la Sugef, respecto de la materia de prevención de la legitimación de capitales, el financiamiento al terrorismo y el financiamiento de la proliferación de armas de destrucción masiva, de modo que, el requerimiento de contar con un adecuado marco de gobierno corporativo para gestionar riesgos asociados a la prevención de dichas actividades es una competencia propia de la Sugef, razón por la cual resulta redundante y por lo tanto innecesario incluir esta disposición en el Reglamento del Sistema de Pagos. 

G.	El BCCR tiene la responsabilidad de promover por la eficiencia y seguridad del sistema de pagos, razón por la cual se considera adecuado que sea el propio Banco Central el que asuma la labor de seguimiento y verificación de que estos nuevos participantes del Sinpe cumplan con los requisitos de seguridad de la información que se definan para la protección de la plataforma del Sinpe.

dispuso:

remitir en consulta, de acuerdo con lo establecido en el numeral 2, artículo 361, de la Ley General de la Administración Pública, Ley 6227, la propuesta de modificación del párrafo segundo del artículo 6 del Reglamento del Sistema de Pagos, para que, en adelante, se lea como a continuación se expondrá. Es entendido que, en un plazo máximo de diez días hábiles, contado a partir del día siguiente de la comunicación de este acuerdo, se deberán enviar a la Gerencia del Banco Central de Costa Rica, al correo electrónico: correo-gerencia@bccr.fi.cr, los comentarios y observaciones sobre el particular:

“Artículo 6. Proveedores de servicios de pago. 

Estas empresas deberán estar inscritas ante la Sugef para efectos de cumplir con lo establecido en el artículo 15 y artículo 15 bis) de la Ley 7786; además, deben de cumplir con los requisitos de seguridad de la información para la protección de la plataforma del Sinpe, de conformidad con lo establecido en la Serie de Normas y Procedimientos del Sinpe. Esto constituye una condición necesaria para que el BCCR otorgue y mantenga la autorización de proveedor de servicios de pago”.”

- 0 -
Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: Tomar nota del oficio N° JD-6092/12 del 24 de noviembre del 2022, suscrito por la señora Celia Alpízar Paniagua, Secretaria interina del Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero – CONASSIF, relacionado con la consulta para la modificación del párrafo segundo del artículo 6 del Reglamento del Sistema de Pagos. 
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
-o0o-
A las nueve horas quince minutos terminó la sesión.


Doctor Juan Carlos Segura Solís         Máster Rodrigo Arroyo Guzmán
Presidente Junta Administradora       Secretario Junta Administradora
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San José, 30 de setiembre de 2022

Oficio N° 0609-JUNAFO-2022

Al contestar refiérase a este # de oficio





[bookmark: _Hlk75269893]Señor

MPM. Oslean Mora Valdez, Director interino

Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y 

Pensiones del Poder Judicial



Estimado señor:



Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en la sesión N° 37-2022 celebrada el 27 de setiembre de 2022, que literalmente dice:



[bookmark: _Toc114840847]“ARTÍCULO VI 



Documento N° 887-2022



En sesión N° 35-2022 del 13 de setiembre de 2022, artículo XV, se trasladó a la Dirección de la JUNAFO, para que realizara un procedimiento con el fin de aclarar en adelante, el trámite que se debe seguir, tanto en el Consejo Superior como en esta Junta Administradora, cuando las personas son remitidas a valoración médica por la Comisión Calificadora del Estado de la Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social, son declaradas no inválidas, y presentaran una reconsideración ante el acto.



Los másteres Oslean Mora Valdez, Director interino, y Bryan Calvo Calderón, Jefe interino de Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, mediante oficio N° 0557-JP/DJA-2022 recibido el 23 de setiembre de 2022, comunicaron:



“El Consejo Superior del Poder Judicial en sesión N.º 046-2022 del 31 de mayo de 2022, artículo XXXI, en lo conducente, acordó lo siguiente:



“[…] 4.) Se solicita a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, que en conjunto con la Dirección de Gestión Humana actualice el “Procedimiento para la atención, trámite y cobro de la valoración médica por incapacidad, con derecho a jubilación o pensión”, así como cualquier otra normativa relacionada con la solicitud de valoraciones médicas; tomándose en consideración que el Subproceso de Jubilaciones y Pensiones se trasladó a esa Junta Administradora, prestando especial atención al trámite de los recursos y las instancias ante las cuales deberán presentarse…”



La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, conoció el anterior acuerdo del Consejo Superior, en la sesión N° 31-2022, celebrada el 16 de agosto de 2022, artículo IX, adoptando la siguiente decisión:



“…Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: Previamente a resolver lo que corresponda, trasladar a la Dirección de la JUNAFO, para que en conjunto con la Asesoría Jurídica revisen en el “Procedimiento para la atención, trámite y cobro de la valoración médica por incapacidad, con derecho a jubilación o pensión”, así como cualquier otra normativa relacionada con la solicitud de valoraciones médicas, y remitan un informe a esta Junta, referente a lo acordado por el Consejo Superior, en sesión N° 58-2022 del 12 de julio de 2022, artículo II.



Con base a dicho requerimiento, y considerando que la actividad indicada fue trasladada desde la Dirección de Gestión Humana a la Dirección de la JUNAFO, la Unidad de Cálculo del Beneficio del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones de esta Dirección, procedió con la elaboración de una guía práctica denominada “Valoración médica para determinar incapacidad absoluta y permanente” documento en el cual se describen los pasos para llevar a cabo la valoración médica ante la Comisión Calificadora del Estado de la Invalidez (CCEI) de la Caja Costarricense de Seguro Social, esto conforme lo establece el artículo N°. 227 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, dado que las personas servidoras del Poder Judicial que sean declaradas por dicha Comisión en condición “Inválido/Inválida” podrán optar por una jubilación del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (FJPPJ) o bien las personas mayores de edad que, previo al fallecimiento de la persona causante o beneficiaria del FJPPJ, posean una discapacidad que imposibilite para ejercer labores remuneradas, conforme a la declaratoria de dicha Comisión, adicionalmente se contempla los procesos de revaloración solicitados por personas que ya han sido declaradas “Inválido/Inválida” y ya poseen una jubilación por dicha condición y que desean reincorporarse a la actividad laboral.



Así las cosas, se remite para el conocimiento y aprobación de esa estimable Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, para que, si a bien así lo estiman, se haga de conocimiento del Consejo Superior y de la Dirección de Gestión Humana dicho procedimiento, a fin de atender lo requerido por ese Órgano.









…”



- 0 -



Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Tener por recibido y aprobar el “Procedimiento para la atención, trámite y cobro de la valoración médica por incapacidad, con derecho a jubilación o pensión”, remitido por los másteres Oslean Mora Valdez, Director interino, y Bryan Calvo Calderón, Jefe interino de Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, mediante oficio N° 0557-JP/DJA-2022 recibido el 23 de setiembre de 2022. 2.) Hacer de conocimiento del Consejo Superior.



Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.”





Atentamente, 







Licda. Angie Ampié Gutiérrez, Prosecretaria a.i

Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial







cc:	Consejo Superior

Diligencias / Refs: (887-2022)
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1. Introduccion:

Para la Unidad de Calculo de Beneficios (UCB), resulta primordial atender las
solicitudes de valoracion médica ante la Comision Calificadora del Estado de la
Invalidez (CCEIl) de la Caja Costarricense de Seguro Social, esto conforme lo
establece el articulo N°. 227 de la Ley Organica del Poder Judicial (L.O.P.J),
dado que las personas servidoras del Poder Judicial que sean declaradas por
dicha Comisién en condicién “Invalido/invalida” podran optar por una
jubilacion del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (FJPPJ) o
bien las personas mayores de edad que, previo al fallecimiento de la persona
causante o beneficiaria del FJPPJ, posean una discapacidad que imposibilite
para ejercer labores remuneradas, conforme a la declaratoria de dicha
Comision, adicionalmente se contempla los procesos de revaloracion
solicitados por personas que ya han sido declaradas “Invalido/Invalida” y ya
poseen una jubilacién por dicha condicién y que desean reincorporarse a la
actividad laboral.

Es por esta razon, que a continuacion se procede a detallar los pasos o acciones
necesarias para la atencién de dichos procesos.

2. Entrada:

e Personas Servidoras Judiciales

e Personas solicitantes de pension por orfandad que posean una discapacidad.

e Personas jubiladas por incapacidad absoluta y permanente que desean
reincorporarse a la actividad laboral.

3. Solicitud de Valoracion Médica
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i. La persona interesada envia a la Unidad de Calculo del Beneficio la solicitud
de valoracion médica para el tramite de jubilacion, de pensién' o
revaloracion para reincorporacion al sector laboral.

ii. Se entrega impreso o se envia por correo electronico a las personas
gestionantes todos los requisitos, informacién y formularios necesarios del
tramite de valoracion, segun lo establecido por la CCEI-CCSS.

iii. De acuerdo con la revision y analisis de la informacion consignada en la
solicitud de valoracion se determina si corresponde o no la misma, segun
cumpla con los siguientes requisitos:

Personas servidoras judiciales:

a) Haber laborado por cinco afnos o mas para el Poder Judicial.

b) Haber sido diagnosticadas y debidamente tratadas las
enfermedades que aduce como causa de su incapacidad para
trabajar.

C) No ser un caso pasivo, es decir que no tenga 5 anos o0 mas de
no consultar en el centro médico donde se atiende la enfermedad
incapacitante, ya sea por abandono, fuera dado de alta o referencia.

d) Gestionar y presentar documentacion médica oficial, a través
de formularios emitidos por la Comision Calificadora del Estado de la
Invalidez (CCEIl) de la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS).

Conforme a la reglamentacion de la Comisién Calificadora del Estado de la
Invalidez (CCEIl) de la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) para la
valoracion de las condiciones de la persona referida.

Personas solicitantes de pension por orfandad y que presenten una
invalidez e incapacidad para el desempeiio de labores remuneradas:

1 Conforme a lo establecido en el articulo N.° 228 de la L.O.P.J.

Estabilidad y compromiso para un futuro mejor

Teléfonos: 2295-3353 Fax: 2295-4790 Correo electrénico: direccion _junafo@poder-judicial.go.cr

Pagina 3 de 10







)\ Direccidon de la Junta Administradora I N’AI=;,)
*PODER

del Fondo de Jubilaciones y Pensiones

/gj JUDICIAL del Poder Judicial ~1

Republica de Costa Rica Repﬁblica de Costa Rica

a) La persona solicitante debera demostrar que la condicion fue

adquirida previo al fallecimiento de la persona causante.

b) La condicion de invalidez e incapacidad debera ser declarada para

ejercer labores remuneradas.

Personas jubiladas por incapacidad absoluta y permanente que
deseen reincorporarse al sector laboral:

a) Tener al menos un afo de haber sido separado por incapacidad

absoluta y permanente para que la Comision Calificadora del Estado
de la Invalidez (CCEIl) pueda realizar la nueva valoracion.

b) Que la nueva actividad laboral sea diferente a aquella por la cual se

le declaré invalido/invalida.

iv. Una vez determinado que procede la valoracion por parte de la CCEI-CCSS
se realiza un informe considerando la siguiente estructura:

a) Nombre completo y numero de cédula.

Fecha de ingreso al Poder Judicial y tiempo servido (aplica para
personas trabajadoras activas de la institucion).

Informacion de la persona solicitante (condicidn, puesto, correos y
teléfonos).

Informacion de la solicitud de los protocolos (Hospitales y
especialidades donde llevan cada enfermedad que presenta).

Informacion de la enfermedad principal.

Informacion de la(s) enfermedad(es) secundaria(s).

Adjuntos (hoja de solicitud, copia de la cédula, solicitud de valoracion
planteada por la persona, dictamenes meédicos o informacién

adicional enviada por la persona interesada).
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v. La Comision Calificadora del Estado de la Invalidez — CCSS remite a esta

oficina la programacion de las citas médicas que correspondan.

Una vez recibidas via correo electrénico las citas médicas de valoracion que
la CCEI-CCSS programa, a través de los medios de comunicacion
establecidos, esta Unidad convoca a la persona interesada a asistir a las
citas médicas que le fueron asignadas, en los lugares, los dias y horas
correspondientes.

Resultados de la gestion de valoracion por parte de la Comision Calificadora
del Estado de la Invalidez:

La Comision Calificadora del Estado de la Invalidez de la CCSS una vez
cumplidas las citas de valoracién médicas y analizada toda la informacién
remitida por esta oficina, realiza una “Hoja de Criterio de Comision”. Al
momento de recibir el resultado, dependiendo del criterio se procede de la
siguiente manera:

e En el caso que la persona sea declarada “Invalido/Invalida”, se
inicia con la tramitacion de la jubilacién o pensién, (ver manual de
jubilaciones o pensiones segun sea el caso) este resultado es
informado a la JUNAFO para las aprobaciones correspondientes.

e En caso contrario, aquellos casos que son declarados “No
invalido/ No invalida”, se realiza una comunicacion al Consejo
Superior para que ellos notifiquen a la persona interesada y se
realice el tramite correspondiente entre patrono y persona
trabajadora?.

Si la persona solicitante no esta conforme con la resolucion
recibida, en relacidon con el criterio técnico médico de la Comision
Calificadora del Estado de la Invalidez de la CCSS, dispondra de

2 De conformidad con el acuerdo del Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesién N° 95-19 celebrada el
31 de octubre de 2019, articulo XXIlI, con el fin de no revelar informacidn sensible antes que sea conocida por
dicho Consejo.
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3 dias habiles para interponer el recurso de reconsideracién
ante la Secretaria General de la Corte Suprema de Justicia,
donde se valorara si se solicita un nuevo criterio meédico y lo resuelto
se remitira a la Direccién de la JUNAFO, con el fin que esta ultima
canalice ante la CCEI-CCSS lo correspondiente, a efectos de que
médicos evaluadores y calificadores distintos a los de la primera
instancia realicen un nuevo proceso de valoracion médica.

Para las personas que solicitan el tramite para pension, se les
notifica el resultado y se remite oficio a la JUNAFO para cierre de
las diligencias.

e Para las personas jubiladas y que realizaron el tramite de
autorizacion con el fin de ejercer labores remunerativas
nuevamente, se remite el resultado, independientemente del tipo de
declaratoria que haya efectuado la CCEI-CCSS, a la JUNAFO para
la resoluciéon de la gestion de autorizacion para trabajar, ya sea
aprobacién o denegatoria del permiso.

vii. La persona interesada solicita una revaloracion médica por resultado “No
invalido/no invalida”:

En aquellos casos donde la persona evaluada por parte de la CCEI-CCSS
no se encuentre conforme con el resultado de su valoracion podra solicitar
una revaloracion, para ello el solicitante debe indicar las razones claras y
precisas que motivan la solicitud de revaloracion, con base en
documentacién médica y sustentada en cualquiera de las siguientes
situaciones:

1. Aparicion de causa diferente a la aludida en la primera
valoracién, que también causa invalidez o la agrava.

2.  Agravacion de la causa aludida en la primera valoracion.

3. Documentacion presentada que no fue valorada en la primera
gestion.
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4. Documentacion solicitada y que no se pudo aportar a tiempo
para la primera valoracion.

Al momento de recibir el resultado de la revaloracién y dependiendo del
criterio emitido por la CCEI-CCSS se procede de la siguiente manera:

e Si la persona es declarada “Invalido/Invalida”, se inicia con la
tramitacion de la jubilacion o pension, (ver manual de jubilaciones o
pensiones segun sea el caso) este resultado es informado a la
JUNAFO para las aprobaciones correspondientes.

e En caso contrario, aquellos que son declarados “No Invalido/No
Invalida”, para las personas trabajadoras del Poder Judicial se realiza
una comunicacién al Consejo Superior para que ellos notifiquen a la
persona interesada y se realice el tramite correspondiente entre
patrono y persona trabajadora. Para las personas que solicitan el
tramite para pension, se les notifica el resultado y se remite oficio a la
JUNAFO para cierre de las diligencias.

En el caso que la Comision Calificadora del Estado de la Invalidez de la
CCSS determine que la persona no se encuentra invalida y de no existir
nuevos elementos de juicio no valorados por dicha Comision, la persona
gestionante podra presentar nueva solicitud de revaloraciéon, una vez
transcurrido un plazo minimo _de doce meses, contados a partir del
momento en que se le deneg6 administrativamente su gestion anterior,
conforme lo establece el articulo N°. 8 del Reglamento del Seguro de
Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social.

Cobro de las valoraciones médicas.

a) Gestidon de Validacion:
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La Unidad de Calculo del Beneficio recibe un oficio por parte de la
Comision Calificadora del Estado de la Invalidez de la CCSS, para la
validacién de los casos atendidos para el Poder Judicial y para la Direccion
de la JUNAFO mes a mes, para proceder al cobro de dichas valoraciones,
por lo que realiza un informe considerando la siguiente estructura:

1. Revision del oficio de gestion de validacion, se determina que las
personas indicadas en el documento si corresponden al cobro y al mes
al que atane.

2. De lalista original enviada por la CCSS se envia una nueva lista de los
casos debidamente recibidos y se detalla lo correspondiente a las
fechas de envio y/o devolucion de los expedientes.

3. Si de la lista original aun no se ha realizado la devolucion del
expediente de algun caso consultado, se indica a la CCSS, para que
no sea tomado en cuenta para el mes en cobro.

b) Gestién de Cobro:

La Unidad de Calculo del Beneficio recibe el oficio de gestién de cobro por
servicios prestados en Valoraciones Médicas, remitido por la Subarea
Gestion de la Cobranza de la Caja Costarricense de Seguro Social
(CCSS), por lo que esta unidad realiza un informe considerando la
siguiente estructura:

Estructura del informe de cobro:

1. Se revisa el oficio de gestion de cobro, confrontando que si
corresponda el pago y ademas identifica el tipo de casos incluidos en
cada documento.

2. Seincluye un cuadro y se realiza la division de lo correspondiente a las
personas servidoras judiciales activas, con el fin de gestionar el pago
con cargo al presupuesto institucional y cddigo del articulo a través del
Macroproceso Financiero Contable.
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3. Seingresa el costo por valoracién segun el “Modelo Tarifario” definido
por la CCSS para el semestre que corresponda.

4. Se informa que el monto total facturado por la Subarea Gestion de
Crédito fue revisado por esta Direccion.

Se remite mediante correo electronico al Macroproceso Financiero
Contable, los siguientes documentos para el tramite de pago de las
valoraciones médicas:

i. Oficio de gestion de cobro por servicios prestados en “Valoraciones
Médicas” remitido por la Subarea Gestion de la Cobranza CCSS.

ii. Oficio de remision de la Direccion de la JUNAFO, mediante el cual se
incluye la facturacion correspondiente de cobro por las valoraciones
médicas practicadas, en el que se detalla el nombre del paciente
valorado y el programa presupuestario al que corresponde.

iii. Detalle con la composicién del cobro realizado por la CCSS,
mostrando lo que debera cancelar el Macroproceso Financiero
Contable a la CCSS.

iv. Factura con el visto bueno respectivo (firma digital).

Lo que corresponde a los tipos de casos por orfandad o revaloracién de
una persona ya jubilada, el proceso de pago es realizado por la Direccién
de la JUNAFO, por lo que se remiten las gestiones a la Unidad de
Tesoreria del Subproceso Administrativo Financiero, de acuerdo con el
procedimiento establecido para el cobro de este tipo de valoraciones,
aprobado en sesion N°. 20-22 del 17 de mayo de 2022, articulo IV de la
Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder
Judicial.

4. Salida:

¢ Informe de jubilacion por incapacidad absoluta y permanente dirigido
a la JUNAFO.
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¢ Informe de resultado de “No Invalido/No invalida” dirigido al Consejo
Superior del Poder Judicial.

¢ Informe de resultado de “No Invalido/No Invalida” para la autorizacion
para laborar o no laborar la persona jubilada, dirigido a la JUNAFO.

5. Cliente:

e Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del
Poder Judicial.

¢ Unidad de Pagos, Subproceso de Jubilaciones y Pensiones.
e Macroproceso Financiero Contable.
e Persona solicitante.
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